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219071409-DFE 

Juicio No. 01501-2020-00070 

JUEZ PONENTE: JOSE DIONICIO SUING NAGUA, JUEZ NACIONAL 

(PONENTE) 

AUTOR/A: JOSE DIONICIO SUING NAGUA

CORTE NACIONAL DE JUSTICIA. - SALA ESPECIALIZADA DE LO 

CONTENCIOSO TRIBUTARIO DE LA CORTE NACIONAL DE JUSTICIA. Quito, 

martes 5 de diciembre del 2023, las 09h40. VISTOS: El abogado Iván Andrés Cevallos 

Pachacama en calidad de Procurador Judicial del Director Zonal 6 del Servicio de Rentas 

Internas, así como, la abogada Carla Cristina Alba Crespo en calidad de procuradora judicial 

del señor Juan Esteban Vintimilla Cabrera representante legal de la Compañía Corporación 

Jarrin Herrera Cía. Ltda. interponen sendos recursos de casación en contra de la sentencia 

dictada el 07 de diciembre del 2021, las 15h23, por el Tribunal Distrital de lo Contencioso 

Tributario con sede en el cantón Cuenca, Provincia del Azuay, en la acción de impugnación 

N.° 01501-2020-00070(1) 

1. Antecedentes procesales 
 

1.1. Objeto de la controversia.-  La acción de impugnación que motiva la presente 

sentencia ha sido instaurada en contra del Director Zonal 6 del Servicio de Rentas 

Internas (SRI), a través de la cual cuestiona el acto administrativo contenido en el Acta de 

Determinación N° 01202024900402039, emitida por dicha autoridad el 13 de marzo de 

2020, a través de la cual, la Administración Tributaria, ha levantado tres glosas por 

concepto de  PÉRDIDAS GENERADAS POR VENTAS CON PRECIOS MENORES AL 

 (Sección 3.6.1.1.1), estableciendo como gasto no deducible la 

 

1.2. Resolución impugnada.- El Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario en el juicio 

objeto del recurso:   resuelve aceptar parcialmente la acción de impugnación deducida 

por el señor JUAN ESTEBAN VINTIMILLA, como representante legal de la compañía 

CORPORACIÓN JARRIN HERRERA CÍA. LTDA. (fs. 581  587), en contra del Director 

Zonal 6 del Servicio de Rentas Internas (SRI), como consecuencia de lo cual se dispone lo 

siguiente: a) Se confirma la primera subglosa relacionada con Pérdidas generadas por 

ventas a precios menores al costo:  Productos vendidos en promoción  Tipo   , por lo que 

se desconoce como gasto deducible la suma de US$ 58,640.46; b) De la segunda subglosa 
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 , se dispone que para la 

determinación del gasto deducible, la Administración Tributaria reconozca los descuentos 

otorgados a través de las Notas de Crédito que han sido emitidas a nivel nacional por las 

compañías INDUGLOB S.A., MABE ECUADOR S.A., DIRECTV ECUADOR y OTECEL; y, 

 , la Administración 

Tributaria deberá reconocer como gasto deducible la suma de US$ 892.22, por corresponder 

a facturas que han sido anuladas, cuyo valor se encuentra duplicado con las nuevas facturas 

 

1.3. Recursos de casación.- En escrito de 03 de febrero del 2022, las 11h10, el abogado 

Iván Andrés Cevallos Pachacama, en calidad de Procurador Fiscal del Director Zonal 6 del 

Servicio de Rentas Internas, interpone recurso de casación al amparo del caso quinto del art. 

268 del COGEP por el vicio de errónea interpretación del art. 25 del Reglamento de 

Comprobantes de Venta, Retención y Documentos Complementarios. En tanto que, el recurso 

de la parte actora fue interpuesto en escrito de 07 de febrero del 2022, las 12h53, por el caso 

quinto del art. 268 del COGEP por el vicio de falta de aplicación de los artículos 4, 7 y 17 del 

Código Tributario. 

1.4. Calificación.- El Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario con sede en la ciudad de 

Cuenca, provincia del Azuay, calificó los recursos de casación en auto de 10 de febrero del 

2022, las 08h59, en el término de los artículos 266 y 274 del COGEP. 

1.5. Admisión: Mediante auto de 21 de marzo del 2023, las 08h24, el doctor Fernando Cohn 

Zurita, Conjuez de la Sala, emitió auto de admisión de los recursos planteados por las partes 

procesales. 

2. Competencia 

2.1. Mediante sorteo de la causa realizado el 03 de octubre del 2023, las 10h27, se radicó la 

competencia en la Sala integrada por los doctores Gustavo Durango Vela, Juez Nacional (E), 

Gilda Rosana Morales Ordóñez, Jueza Nacional y José Dionicio Suing Nagua, Juez Nacional, 

Ponente en la causa. Mediante Resolución No. 003-2021, de 26 de enero de 2021, el Pleno 

del Consejo de la Judicatura dispuso dar cumplimiento al mandamiento de ejecución 

expedido por el Tribunal de lo Contencioso Administrativo en la causa No. 17811-2014- 

0463, ratificando la continuación en el ejercicio de funciones de los doctores José Suing 

Nagua y Gustavo Durango Vela, de Juez y Conjuez Nacionales, respectivamente; con 

Resolución No. 008-2021, de 28 de enero de 2021 el Pleno del Consejo de la Judicatura 
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designó a la doctora Gilda Rosana Morales Ordóñez, Jueza Nacional; el Pleno de la Corte 

Nacional de Justicia, mediante Resolución No. 2 de 5 de febrero de 2021, integró la Sala de lo 

Contencioso Tributario con los doctores Rosana Morales Ordóñez y José Suing Nagua; 

mediante Oficio No. 92-P-CNJ-2021 de 12 de febrero del 2021 el Presidente de la Corte 

Nacional de Justicia, llama a integrar la Sala al doctor Gustavo Durango Vela, en reemplazo 

de la doctora Ana María Crespo, avalada con la acción de personal No. 166UATH-2021- 

2021-HB de 19 de febrero de 2021. 

2.2. La Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia es 

competente para conocer y resolver los recursos de conformidad con lo dispuesto en los 

artículos 184 numeral 1 de la Constitución de la República del Ecuador; 185 segunda parte 

numeral 1 y numeral 2 del artículo 201 del Código Orgánico de la Función Judicial reformado 

por mandato de la Disposición Reformatoria Segunda número 4 del Código Orgánico General 

de Procesos. 

3. Validez procesal 

 
3.1. No se observa del proceso ninguna circunstancia que pueda afectar la validez procesal y 

no adolece de nulidad alguna, por lo que se declara el proceso válido. 

4. Fundamentación de los recursos de casación 

4.1. Recurso de la Administración Tributaria: La Administración Tributaria fundamenta 

su recurso en el caso quinto del artículo 268 del COGEP, por el vicio de errónea 

interpretación del art. 25 del Reglamento de Comprobantes de Venta, Retención y 

Documentos Complementarios. 

4.1.1. Arguye que de la revisión del párrafo 30 de la sentencia impugnada se centra en la 

interpretación respecto del cumplimiento de los requisitos de llenado para las notas de 

crédito. En este sentido, conforme se puede apreciar del edicto hoy recurrido, el Tribunal de 

instancia realiza su propia interpretación sin aplicar un método de interpretación jurídica, 

mediante el cual, se pueda obtener como conclusión que  al haberse cumplido con el requisito 

reglamentario de identificar el número de comprobante de venta al que afecta la nota de 

crédito, los descuentos concedidos por los proveedores a través de dichos documentos, deben 

ser reconocidos por la Administración Tributaria, sin que pueda considerarse como un 

decremento en ventas de la compañía  

4.1.2. Por lo que aduce que el Tribunal de instancia realiza un ejercicio interpretativo en el 
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que considera que una vez que la nota de crédito emitida ha cumplido con uno de los nueve 

requisitos enumerados en el artículo 25 del Reglamento de Comprobantes de Venta, 

Retención y Documentos Complementarios por defecto la Administración Tributaria debe 

reconocer el valor jurídico de dicha nota de crédito. 

4.1.3. Que para realizar el ejercicio hermenéutico correcto, es necesario utilizar un método de 

interpretación jurídica a través del cual se mitigue la errónea interpretación normativa, por lo 

que, la Administración Tributaria considera que la interpretación que realiza el Tribunal A 

quo no es adecuada. 

4.1.4. Que el Tribunal de instancia pudo aplicar los métodos reconocidos por el Código 

Tributario y por la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, al no 

efectuar la aplicación de ninguno de los métodos de interpretación que permitan llegar a la 

conclusión a la que llegaron los juzgadores. Que la errónea interpretación de la norma se 

realizó aduciendo que el cumplimiento del requisito es excluyente, es decir que si cumplió 

uno de ellos no es necesario el cumplimiento de los demás requisitos previstos en el art. 25 

del Reglamento de Comprobantes de Venta, Retenciones y Documentos Complementarios. 

4.1.5. Que la correcta interpretación debió ir encaminada a la correcta interpretación del 

artículo 25 del Reglamento de Comprobantes de Venta, Retenciones y Documentos 

Complementarios, pues si el Tribunal aplicaba una interpretación sistemática, teleológica o 

literal del referido artículo la conclusión se configuraba jurídicamente distinta, puesto que los 

criterios por emitirse debían ir encaminados a que la nota de crédito debe cumplir con la 

totalidad de requisitos expuestos en el art. 25 y no únicamente uno de ellos. Que la sentencia 

no tenía que reconocer los descuentos concedidos por los proveedores a través de notas de 

crédito por el solo hecho de cumplir uno de los requisitos que prevé el artículo 25 del 

Reglamento de Comprobantes de Venta, Retención y Documentos Complementarios. 

4.2. Recurso de la parte actora: 

4.2.1. La parte actora fundamenta su recurso de casación con sustento en el caso quinto del 

art. 268 del COGEP por el vicio de falta de aplicación de los artículos 4, 7 y 17 del Código 

Tributario, toda vez que impugna el acta de determinación del impuesto a la renta del 2015, 

en cuya glos  Pérdidas generadas por ventas con precios menores al 

Costo/Casilla  se estableció como gasto no deducible la suma $72.971,15 mismo que 

fue ratificado en la sentencia venida en grado, al considerar que no ha existido rotación de los 

productos y que no hay una política comercial para la base en la fijación de precios. 



Viernes 25 de septiembre de 2026 Edición Jurídica Nº 308 - Registro Oficial

6 

4.2.2. Respecto de la falta de aplicación de los arts. 4, 7 y 17 del Código Tributario, aduce la 

empresa actora que la actividad económica de la empresa obligatoriamente se debe considerar 

como eje transversal del análisis el entender las relaciones económicas por su esencia, 

dejando a un lado las figuras jurídicas o requerimientos de forma. Por tanto, resulta 

indispensable que el Tribunal de instancia aplique para su análisis el art. 17 del Código 

Tributario y considere la realidad económica de las transacciones que realiza la empresa 

actora así como expresa con claridad los arts. 4 y 7 del Código Tributario, no pueden ni los 

jueces, ni la Administración Tributaria, establecer requisitos que no constan en la ley para que 

opere la deducibilidad de gastos, como ha ocurrido en este caso al requerir que existan por 

escrito políticas comerciales para la fijación de precios, pretendiendo que la dinámica de la 

actividad comercial sea socavada por la burocracia documental que requieren los auditores de 

la Administración, más no la ley. 

4.2.3. Frente al hecho económico descrito correspondía a la Administración Tributaria en 

ejercicio de sus facultades, establecer la base imponible y la cuantía del tributo, el Servicio de 

Rentas Internas debe realizar la verificación de las operaciones económicas según los 

lineamientos y parámetros que establece la ley, pues como precisa el art. 68 del Código 

Tributario el proceso de determinación es un conjunto de actos reglados y por lo mismo para 

determinar la base imponible debe considerar la deducibilidad de los gastos y si estos 

efectivamente estuvieron o no vinculados con la obtención o mantención de renta, 

reconociendo sobre todo cómo opera la actividad económica de la empresa y los retos que 

debe enfrentar, tal y como es el caso de JAHER el dinamismo del mercado y la voraz 

competencia que existe para captar clientes. 

4.2.4. Que consta del fallo impugnado como hecho probado que la economista Adriana Abad 

  ) existiendo productos que superan los TRES MIL NOVECIENTOS 

VEINTE   , la falta o baja rotación de un 

producto en el inventario demuestra que ese producto tiene poca salida o venta; situación que 

produce, como es lógico, que la compañía no reciba el flujo de dinero por ventas y que 

además aumenten los costos, tal y como son los vinculados con el almacenamiento de 

producto, bajo los términos del art. 17 del Código Tributario, que lo pertinente era que el 

Tribunal de instancia considere las razones económicas que se engloban en la actividad 

comercial, considerando el dinamismo que se requiere para este tipo de empresas. 

4.2.5. Que al considerar como gasto no deducible el castigo sobre el producto debe aplicar la 
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empresa para en algo recuperar el capital invertido, lo que afectaría gravemente a muchas 

actividades que dentro del giro ordinario, registran pérdidas al momento de realizar se opte 

por dar de baja el inventario y no recuperar en algo lo invertido, manteniendo así la renta, 

pues si se recupera parte del costo y no se pierde todo, como lo realiza JAHER se mejora el 

ingreso, se incrementa el impuesto y por fin se mantiene la actividad. 

4.2.6. Que el concepto contenido en el art. 17 del Código Tributario se debió trasladar a la 

realidad de la actividad comercial y empresarial de una sociedad que tiene varios puntos de 

venta a nivel nacional y que tiene cientos de productos en sus perchas y que debe luchar con 

otras cadenas comerciales con agresivas campañas para tener la atención del caso, por lo que, 

el requerimiento de las políticas comerciales de la empresa resultan contrarios a la realidad 

económica y a los conceptos económicos que deben ser analizados para valorar los hechos y a 

las normas pues se han establecidos requisitos no previstos en la norma. 

4.2.7. Los costos de venta corresponden a los necesarios para mantener el proceso de la 

empresa, lo mismo que refleja en la finalidad de generar una renta por lo que la venta por 

debajo del costo implica que no permite a quien comercializa los bienes recuperar ni siquiera 

el valor invertido y es obvio que el interés de cualquier empresa está relacionado con el 

beneficio, tomando en consideración la ganancia total de una empresa depende de la relación 

entre los costos de venta y precio de comercialización, precio que en definitiva determinará 

los ingresos de una empresa y justamente por ello que si se habrían analizado por parte del 

Tribunal A quo atendiendo la realidad económica, conforme reza el art. 17 del Código 

Tributario, se habría considerado que las pérdidas generadas por esas ventas bajo el costo lo 

que hicieron fue evitar que la empresa sufra en su mantención de renta. 

4.2.8. En cuanto a la falta de aplicación de los arts. 4 y 7 del Código Tributario, los cuales 

precisan que las deducciones se establecen mediante ley no supeditados a criterios subjetivos 

de la Administración Tributaria o de los juzgadores. Por lo que la sentencia de instancia 

pretende que las pérdidas no sean deducibles porque no se cuenta con la aprobación escrita 

del directivo de la empresa o con las políticas comerciales, cuando estas NO constan 

simplemente contrario al principio de legalidad contenido en dichas normas, pues se estaría 

requiriendo situaciones o elementos no previstos en la ley. Este hecho simplemente no habría 

ocurrido si el Tribunal aplicaba las normas citadas. 

4.2.9. Que existen suficientes premisas para que en este caso se haya aplicado el Art. 17 del 

Código Tributario, pues la norma jurídica (art. 10 numeral 5 de la Ley de Régimen Tributario 
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Interno) y la aportación de razones fácticas (permanencia excesiva en el inventario de la 

mercadería) que comprueban la real esencia del acto jurídico (ventas por debajo del costo), 

demuestra que la intención de la empresa fue no declarar una pérdida completa sobre ello 

(que pudo haberlo hecho dando de baja el inventario en su integridad) sino recuperar algo de 

lo invertido para mantener la renta. 

5. Contestaciones de los recursos de casación 

5.1. Contestación de la parte actora: En escrito de 04 de mayo del 2023, las 12h25, la 

abogada Carla Alba Crespo en calidad de procuradora judicial del señor Guillermo Federico 

Torres Barrera en calidad de representante legal de la Corporación Jarrín Herrera Cía. Ltda., 

da contestación al recurso de casación de la Administración Tributaria en los siguientes 

términos: 

5.1.1. El recurso de casación debe estar enfocado a realizar el control o verificación de los 

fallos de instancia, más no, como en este caso ha pretendido la Administración Tributaria 

mediante unos alegatos imprecisos, cuestiona la correcta y lógica aplicación del ordenamiento 

jurídico, que bajo un eje transversal constitucional fue realizado por el Tribunal de instancia 

pretendiendo en definitiva que el recurso de casación tenga una suerte de tercera instancia, 

contradiciendo la naturaleza de este recurso de casación bajo cualquier punto de vista. 

5.1.2. La norma reglamentaria precisa y taxativamente establece que cada uno de los 

requisitos resulta imperativo preguntarse ¿Cómo puede el Tribunal de instancia haber 

interpretado erróneamente esta norma si lo que hizo fue revisar los requisitos taxativos allí 

señalados? Por lo que, aduce que el Tribunal otorgó el alcance correcto del art. 25 del 

Reglamento ya que incluir requisitos que NO constan en el ordenamiento jurídico  como 

efectuó la Autoridad Tributaria  para en base a ellos, levantar una glosa, es en realidad una 

errónea interpretación de la norma denunciada, toda vez que los requisitos no están sujetos a 

interpretación, pues el legislador los incorporó de manera taxativa, expresa. 

5.1.3. Por ello, justamente se hace especial referencia al numeral 3 del art. 25 del Reglamento 

de Comprobantes de Venta, queda claro que al precisar la factura o comprobante que es 

afectada por la nota de crédito se está otorgando el descuento a todo lo que engloba dicho 

comprobante de venta, la norma es lógica al precisar la factura o comprobante de venta a la 

que esa nota de crédito afecta, es claro que la nota de crédito tiene repercusión en todos los 

ítems contenidos en dicha factura. 

5.2. Contestación de la parte demandada: La abogada Vilma Cabrera López en su escrito 
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de 4 de mayo del 2023, las 16h02, da contestación al recurso de casación interpuesto por los 

representantes de la Compañía Corporación Jarrín Herrera en los siguientes términos: 

5.2.1. En el recurso de casación interpuesto por la actora no existe proposición jurídica 

completa, no señala como debió ampliarse esta norma la cual ha servido para que en el foro 

se intente alegar cualquier transgresión normativa tributaria a pretexto de aplicarla como bien 

señala el título preliminar del Código Civil, no se puede desatender el tenor literal de las 

normas a pretexto de consultar el espíritu y como forma de interpretación señala en primer 

lugar la literal o exegética. 

5.2.2. El art. 17 del Código Tributario regula las dudas en torno al hecho generador que en el 

mismo código es el presupuesto establecido por la ley para la configuración del tributo, 

distinto fuera si el artículo en mención se refiera a la base imponible o más concretamente al 

régimen normativo de las deducciones o más concretamente aún a las deducciones por 

pérdidas, por lo que, se intenta dar un alcance que no tiene el artículo en mención pues 

deviene en un evidente intento por tratar de confundir a las autoridades en el ejercicio abusivo 

del derecho. 

5.2.3. Al invocar la causal quinta del art. 268 del COGEP el casacionista incurre en un vicio 

de proposición del recurso esto referente a estar de acuerdo con los hechos probados que han 

llegado al juzgador luego de la producción probatoria sin embargo pese a ello la expresión 

tácita de aceptación fáctica reclama la falta de aplicación de los hechos generadores desde su 

sustancia por sobre su forma, ocasiona una grave contradicción que destruye la estructura del 

recurso de casación. 

6. Problema jurídico 

6.1. En base a los argumentos esgrimidos por los recurrentes, corresponden determinar si el 

Tribunal de instancia incurrió en el caso quinto del artículo 268 del COGEP, por los vicios 

de: a) errónea interpretación del art. 25 del Reglamento de Comprobantes de Venta, 

Retención y Documentos Complementarios y b) falta de aplicación de los arts. 4, 7 y 17 del 

Código Tributario. 

 
7. Análisis de la Sala de casación 

7.1. Recurso de la Administración tributaria 

7.1.1. La errónea interpretación que se acusa con sustento en el caso quinto del artículo 268 
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del COGEP, 

independientemente de las cuestiones de hecho debatidas en la sentencia y del caso que trata 

de regular. La norma jurídica es la que gobierna el asunto, pero en sentido diverso, por lo 

tanto, yerra en el enfoque verdadero de ella, en su espíritu y alcances. Hay entonces 

insuficiencia del juicio o exceso al formularlo. El sentenciador acierta en la norma pero falla 

1 

 
7.1.2. La norma acusada como infringida es el artículo 25 del Reglamento de Comprobantes 

de Venta, Retención y Documentos Complementarios que establece:  Requisitos de llenado 

para notas de crédito y notas de débito.- Las notas de crédito y de débito contendrán la 

siguiente información no pre impresa: 1. Apellidos y nombres, denominación o razón social 

del adquirente. 2. Número del registro único de contribuyentes o cédula de identidad o 

pasaporte del adquirente. 3. Denominación y número del comprobante de venta que se 

modifica. 4. La razón por la que se efectúa la modificación. 5. Valor por el que se modifica la 

transacción. 6. Monto del impuesto a los consumos especiales correspondiente, cuando 

proceda. 7. Monto del impuesto al valor agregado respectivo. 8. Valor total de la 

modificación incluido impuestos. 9. Fecha de emisión. Las notas de crédito y débito se 

emitirán en original y copia, debiendo emitirse conjuntamente el original y sus copias o, en 

el caso de utilización de sistemas computarizados autorizados, de manera  

 
7.1.3. El recurrente cuestiona la sentencia porque considera que no tenía que reconocer los 

descuentos concedidos por los proveedores a través de notas de crédito por el solo hecho de 

cumplir uno de los requisitos que prevé el artículo 25 del Reglamento de Comprobantes de 

Venta, Retención y Documentos Complementarios. 

 
7.1.4. En la sentencia, sobre el tema en discusión, la subglosa de   , el Tribunal 

evidencia que la Administración ha duplicado los valores de las facturas porque ha incluido 

los valores tanto de las facturas inicialmente emitidas como de las emitidas en su remplazo, 

sin considerar que las primeras fueron anuladas a través de las respectivas notas de crédito, 

por lo que reconoce como gasto deducible la suma de USD 892,22. 

 

1 Tolosa Villabona, L.A.; Teoría y Técnica de Casación ibídem., pp. 361. 
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7.1.5. Analizado el cuestionamiento se advierte que el sustento de la decisión del Tribunal es 

la duplicación de los valores respaldados en las facturas emitidas en remplazo, hecho que el 

Tribunal da por probado, lo que no tiene relación con el argumento de la Administración 

Tributaria en el sentido de haber aceptado únicamente un requisito de los previstos en el 

artículo 25 del Reglamento de Comprobantes de Venta, Retención y Documentos 

Complementarios, por lo que el cuestionamiento carece de sustento. 

 
7.1.6. Al no configurarse el vicio alegado, el recurso no procede y se lo rechaza. 

 

 
7.2. Recurso de la compañía actora 

 
 

7.2.1. La falta de aplicación que se fundamenta en el caso quinto del artículo 268 del 

COGEP, 

ignora frente al caso debatido. Es error contra ius, es rebeldía y desconocimiento de la 

norma. Es error de existencia de la norma por haberse excluido ésta en la  2 

7.2.1. Las normas acusadas como inaplicadas del Código Tributario son: Art. 4: Reserva de 

ley.- Las leyes tributarias determinarán el objeto imponible, los sujetos activo y pasivo, la 

cuantía del tributo o la forma de establecerla, las exenciones y deducciones; los reclamos, 

recursos y demás materias reservadas a la ley que deban concederse conforme a este 

 Art.7: Facultad reglamentaria.- Sólo al Presidente de la República, corresponde 

dictar los reglamentos para la aplicación de las leyes tributarias. El Director General del 

Servicio de Rentas Internas y el Gerente General de la Corporación Aduanera Ecuatoriana, 

en sus respectivos ámbitos, dictarán circulares o disposiciones generales necesarias para la 

aplicación de las leyes tributarias y para la armonía y eficiencia de su administración. 

Ningún reglamento podrá modificar o alterar el sentido de la ley ni crear obligaciones 

impositivas o establecer exenciones no previstas en ella. En ejercicio de esta facultad no 

podrá suspenderse la aplicación de leyes, adicionarlas, reformarlas, o no cumplirlas, a 

pretexto de interpretarlas, siendo responsable por todo abuso de autoridad que se ejerza 

contra los administrados, el funcionario o autoridad que dicte la orden  Art. 17: 

 Calificación del hecho generador.- Cuando el hecho generador consista en un acto 
 

2 Tolosa Villabona, Luis Armando. Teoría y Técnica de Casación. Civil, Penal, Laboral, Penal Militar, 
Acciones de Grupo, (Bogotá: Doctrina y Ley, 2008), 359. 
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jurídico, se calificará conforme a su verdadera esencia y naturaleza jurídica, cualquiera que 

sea la forma elegida o la denominación utilizada por los interesados. Cuando el hecho 

generador se delimite atendiendo a conceptos económicos, el criterio para calificarlos 

tendrá en cuenta las situaciones o relaciones económicas que efectivamente existan o se 

establezcan por los interesados, con independencia de las formas jurídicas que se  

 
7.2.2. El recurrente considera indispensable que el Tribunal de instancia aplique el art. 17 del 

Código Tributario y considere la realidad económica de las transacciones que realiza la 

empresa actora; que no pueden ni los jueces, ni la Administración Tributaria, establecer 

requisitos que no constan en la ley para que opere la deducibilidad de gastos, como ha 

ocurrido en este caso al requerir que existan por escrito políticas comerciales para la fijación 

de precios. 

7.2.3. Sobre el tema en cuestión, en sentencia el Tribunal sostiene que:   la decisión de fijar 

un precio por debajo del costo, nunca pudo haber sido tomada a ciegas, sin contar con un 

análisis contable previo, que refleje la situación de las mercaderías que supuestamente han 

experimentado una baja rotación, y que a su vez permita determinar cuál es el período de 

tiempo que debe transcurrir para considerar que un producto ha tenido baja rotación, y 

fundamentalmente cuál es el precio al que debe ofertarse el producto, que bien puede ser un 

precio mínimo, o incluso el precio al que ofrezca el cliente, pero esta decisión tampoco pudo 

haber quedado al libre albedrío del encargado de las ventas, por tratarse de una decisión 

que implicaba vender por debajo del costo, y por lo mismo generaba pérdidas para la 

empresa, tal medida necesariamente correspondía al cuerpo directivo, al consejo de 

administración, o a quien esté autorizado para ello, quien a su vez forzosamente debió contar 

con un análisis contable previo o cuando menos una política comercial que contenga los 

parámetros para la fijación de los precios por debajo del costo. En virtud de lo expuesto, la 

Sala considera que si bien los cambios de modelo y los cambios tecnológicos provocan la 

aparición de nuevos productos que sustituyen a los anteriores, lo que podría obligar a 

venderlos al consumidor final a precios disminuidos; sin embargo, al tratarse de una 

compañía de la magnitud de CORPORACIÓN JARRIN HERRERA CIA. LTDA., la decisión 

de bajar el precio por debajo del costo, no debería encontrarse sometida a la voluntad del 

agente de ventas, sino necesariamente debe ser tomada por los directivos o responsables de 

la empresa, y en base a las políticas contables adoptadas para la medición de los 
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inventarios, en la forma que prevé el párrafo 36 de la NIC 2, cuestión que no ha sido 

demostrada en el presente caso, ya que en el Informe Pericial elaborado por la Econ. 

Adriana Abad Vázquez (fs. 510  557), que fue sustentado en la audiencia de juicio, en 

relación a esta subglosa simplemente se ha limitado elaborar el Cuadro que obra de fojas 

514 vta. a 534 del autos, donde se menciona los días de permanencia en inventario de los 

productos considerados  Tipo  ,   existiendo productos que superan los TRES MIL 

NOVECIENTOS VEINTE Y TRES DIAS de permanencia en   , según se 

señala, (fs. 514 vta.), en sustento de lo cual incluso adjunta copias de los kardex en los que 

constan las fechas de adquisición y venta de las mercaderías, pero de ninguna manera se 

justifica la existencia de estados financieros en los que consten las políticas contables o 

cuando menos una política comercial que haya servido de base para la fijación de precios 

por debajo del costo, ni se justifica quien tomó la decisión y cuáles fueron los rangos de 

precios a los que debían ofertarse las mercaderías, cuestión que se ve agravada por cuanto 

del análisis comparativo de las ventas realizadas de uno de los productos que constan como 

Producto en Promoción Tipo  ,   se observa que un mismo producto es 

comercializado a precio de venta diferentes en meses diferentes, generando inclusive 

  , tal como se menciona en el Acta de Determinación (fs. 43 vta.) y se puede 

apreciar en su Cuadro N° 10 (fs. 44 y vta.), la misma que goza de las presunciones de 

legitimidad y ejecutoriedad que no han sido destruidas por la compañía accionante.  

7.2.4. Analizados los argumentos del Tribunal para ratificar la glosa y confrontados con los 

esgrimidos por el recurrente para sostener la falta de aplicación de los artículo 4, 7 y 17 del 

Código Tributario, se advierte que los argumentos del Tribunal no vulneran el principio de 

reserva de ley, ni la facultad reglamentaria, ni se justifica la necesidad de calificar el hecho 

generador, toda vez que las razones por las que ratifica la glosa es la ausencia de un análisis 

contable o una política comercial al tenor de lo previsto en el párrafo 36 de la NIC2, así 

también porque del análisis comparativo de las ventas realizadas de uno de los productos, que 

constan   , se observa que un mismo producto es 

comercializado a precio de venta diferentes en meses diferentes, generando inclusive utilidad; 

en definitiva porque las presunciones de legitimidad y ejecutoriedad no han sido desvirtuadas 

por la compañía accionante. 

7.2.5. Al no configurarse el vicio, el cuestionamiento no procede y se lo rechaza. 
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8. Decisión 
 
 

8.1. La Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia, 

Administrando justicia, en nombre del pueblo soberano del Ecuador, y por autoridad de 

la Constitución y las leyes de la República, RESUELVE: 

 
8.2. No casar la sentencia impugnada. 

 

 
8.3. Actúe la doctora Ligia Marisol Mediavilla como Secretaria Encargada de la Sala 

Especializada de lo Contencioso Tributario, en virtud de la acción de personal No. Nro. 838- 

UATH-2022-OQ, de fecha 28 de julio del 2022. 

 
8.4. Sin costas. 

 

 
8.5 Notifíquese, publíquese y devuélvase al Tribunal de origen. 

 
Determinar si el Tribunal de instancia incurrió en el caso quinto del artículo 268 del COGEP, por los vicios de: a) 
errónea interpretación del art. 25 del Reglamento de Comprobantes de Venta, Retención y Documentos 
Complementarios y b) falta de aplicación de los arts. 4, 7 y 17 del Código Tributario. La Sala encuentra que no 
se configuran los cuestionamientos formulados en contra de la sentencia y rechaza los recursos.  
 

 
JOSE DIONICIO SUING NAGUA 
JUEZ NACIONAL (PONENTE) 

 
 
 
 
 
 

GUSTAVO ADOLFO DURANGO VELA 
JUEZ NACIONAL 

 
 
 
 
 
 
 

MORALES ORDÓÑEZ GILDA ROSANA
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220274170-DFE 

Juicio No. 01501-2020-00070 

 
CORTE NACIONAL DE JUSTICIA. - SALA ESPECIALIZADA DE LO CONTENCIOSO 

TRIBUTARIO DE LA CORTE NACIONAL DE JUSTICIA. Quito, miércoles 20 de diciembre del 

2023, las 09h55. Vistos.- Siendo el estado procesal de la causa, corresponde resolver lo solicitado por 

la parte demandada en los siguientes términos: Antecedentes.- 1) La abogada Vilma Elizabeth Cabrera 

López en calidad de procuradora judicial del Servicio de Rentas Internas interpone recurso de 

aclaración en escrito de fecha 11 de diciembre del 2023, las 14h11 que en su parte principal se 

fundamenta en los siguientes aspectos:  gunda subglosa fue objeto de 

casación sin embargo en la sentencia que resuelve el recurso, se toma a la tercera glosa de 

promociones como el objeto de la discusión, concluyendo que no tiene relación los argumentos de mi 

casación. En otros términos, por el principio de congruencia procesal, se omitió en su sentencia 

tratar de fondo el punto controvertido del presente recurso y se resuelve respecto de otro tema que no 

fue materia casacional. En virtud de lo expuesto, solicito comedidamente se sirva ampliar la 

sentencia dictada en fecha 05 de diciembre del 2023, dentro de la presente causa.  2) En 

providencia de 12 de diciembre del 2023, las 08h18, el Juez Nacional, Ponente en la causa, Dr. José 

Suing Nagua, dispuso correr traslado por el término de 48 horas con dicha petición a la parte actora. 3) 

La parte actora Corporación Jarrín Herrera Cía. Ltda. no ha dado contestación al recurso de 

ampliación realizado por la Administración Tributaria. 4) Siendo el estado procesal de la causa 

corresponde resolver el recurso de aclaración y para hacerlo se realiza las siguientes consideraciones: 

PRIMERO.- El recurso de ampliación se encuentra previsto en el artículo 255 segundo inciso del 

Código Orgánico General de Procesos, establece que:  La solicitud de aclaración o ampliación 

deberá expresar con claridad y precisión las razones que la sustenten, de no hacerlo, se la rechazará 

 SEGUNDO.- El recurso de ampliación procede cuando no se haya resuelto un punto 

controvertido de la litis. Respecto del pedido de ampliación, la Administración Tributaria solicita 

debo señalar que la segunda subglosa fue objeto de casación sin embargo en la sentencia que 

resuelve el recurso, se toma a la tercera glosa de promociones como el objeto de la discusión, 

concluyendo que no tiene relación los argumentos de mi casación. En otros términos, por el principio 

de congruencia procesal, se omitió en su sentencia tratar de fondo el punto controvertido del presente 

recurso y se resuelve respecto de otro tema que no fue materia  Argumento que deviene 

en improcedente puesto que, se pretende que esta Sala de Casación se vuelva a pronunciar sobre la sub 

glosa  emitidas por el  que fue ampliamente analizada, pues, 

lo requerido ya se encuentra desarrollado en los numerales 7.1.3.; 7.1.4.; 7.1.5.; y, 7.1.6. del fallo 

recurrido, por lo que, se desecha el recurso de ampliación solicitado por la Administración Tributaria, 

se deja en claro que respecto de la sub glosa denomina   que fue cuestionado por la 
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actora se atendió en los numerales 7.2.2.; 7.2.3.; 7.2.4.; y 7.2.5. de tal forma que se ha garantizado el 

principio de congruencia.- Notifíquese, Publíquese y Cúmplase. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
JOSE DIONICIO SUING NAGUA 

 
JUEZ NACIONAL (PONENTE) 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

GUSTAVO ADOLFO DURANGO VELA 

JUEZ NACIONAL 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

MORALES ORDÓÑEZ GILDA ROSANA 
 

JUEZA NACIONAL 
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219071789-DFE 

Juicio No. 11804-2020-00056 
 

JUEZ PONENTE: JOSE DIONICIO SUING NAGUA, JUEZ NACIONAL (PONENTE) 

AUTOR/A: JOSE DIONICIO SUING NAGUA 

CORTE NACIONAL DE JUSTICIA. - SALA ESPECIALIZADA DE LO CONTENCIOSO 

TRIBUTARIO DE LA CORTE NACIONAL DE JUSTICIA. Quito, martes 5 de diciembre del 

2023, las 09h43. VISTOS: La doctora Jenny Liliana Cueva Acaro, en calidad de Directora Distrital 

Loja-Macará del Servicio Nacional de Aduana del Ecuador, interpone recurso de casación en contra 

de la sentencia de 14 de septiembre del 2022, las 08h25, dictada por el Tribunal Contencioso 

Administrativo y Tributario con sede en el cantón Loja, provincia de Loja, en el juicio de 

impugnación N° 11804-2020-00056(1). 

1. Antecedentes procesales 
 

1.1. Objeto de la controversia.-   

resolución No. SENAE-DDL-2019-0581-RE del 07 de noviembre de 2019, emitida por la Directora 

Distrital Loja-Macará del Servicio Nacional de Aduana del Ecua   

1.2. Resolución impugnada.- El Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario en el juicio objeto 

  acepta la demanda y declara nula la Resolución No. SENAE-DDL-2019-0581-RE 

de fecha 07 de noviembre de 2019, emitida por la Directora Distrital Loja-Macará del Servicio 

 

1.3. Recurso de casación.- En escrito de 07 de octubre del 2022, las 10h26, la Administración 

Aduanera interpone recurso de casación al amparo del caso quinto del artículo 268 del COGEP, por 

los vicios de errónea interpretación del artículo 300 del COIP; falta de aplicación de los artículos 26 y 

314 del Código Tributario y 175 del Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones. 

1.4. Calificación.- El Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario calificó el recurso de casación en 

auto de 14 de diciembre del 2022, las 16h38, en el término de los artículos 266, 269 y 274 del 

COGEP. 

1.5. Admisión: En auto de 13 de marzo del 2023, las 08h10, el doctor Fernando Antonio Cohn Zurita, 

Conjuez de la Sala, declara la admisibilidad del recurso de casación, admitiendo el caso quinto del 

artículo 268 del COGEP, por los vicios de errónea interpretación del artículo 300 del COIP; falta de 

aplicación de los artículos 26 y 314 del Código Tributario y 175 del Código Orgánico de la 

Producción, Comercio e Inversiones. 
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Producción, Comercio e Inversiones. 
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Juicio No. 11804-2020-00056 
 

JUEZ PONENTE: JOSE DIONICIO SUING NAGUA, JUEZ NACIONAL (PONENTE) 

AUTOR/A: JOSE DIONICIO SUING NAGUA 

CORTE NACIONAL DE JUSTICIA. - SALA ESPECIALIZADA DE LO CONTENCIOSO 

TRIBUTARIO DE LA CORTE NACIONAL DE JUSTICIA. Quito, martes 5 de diciembre del 

2023, las 09h43. VISTOS: La doctora Jenny Liliana Cueva Acaro, en calidad de Directora Distrital 

Loja-Macará del Servicio Nacional de Aduana del Ecuador, interpone recurso de casación en contra 

de la sentencia de 14 de septiembre del 2022, las 08h25, dictada por el Tribunal Contencioso 

Administrativo y Tributario con sede en el cantón Loja, provincia de Loja, en el juicio de 

impugnación N° 11804-2020-00056(1). 

1. Antecedentes procesales 
 

1.1. Objeto de la controversia.-   

resolución No. SENAE-DDL-2019-0581-RE del 07 de noviembre de 2019, emitida por la Directora 

Distrital Loja-Macará del Servicio Nacional de Aduana del Ecua   

1.2. Resolución impugnada.- El Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario en el juicio objeto 

  acepta la demanda y declara nula la Resolución No. SENAE-DDL-2019-0581-RE 

de fecha 07 de noviembre de 2019, emitida por la Directora Distrital Loja-Macará del Servicio 

 

1.3. Recurso de casación.- En escrito de 07 de octubre del 2022, las 10h26, la Administración 

Aduanera interpone recurso de casación al amparo del caso quinto del artículo 268 del COGEP, por 

los vicios de errónea interpretación del artículo 300 del COIP; falta de aplicación de los artículos 26 y 

314 del Código Tributario y 175 del Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones. 

1.4. Calificación.- El Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario calificó el recurso de casación en 

auto de 14 de diciembre del 2022, las 16h38, en el término de los artículos 266, 269 y 274 del 

COGEP. 

1.5. Admisión: En auto de 13 de marzo del 2023, las 08h10, el doctor Fernando Antonio Cohn Zurita, 

Conjuez de la Sala, declara la admisibilidad del recurso de casación, admitiendo el caso quinto del 

artículo 268 del COGEP, por los vicios de errónea interpretación del artículo 300 del COIP; falta de 

aplicación de los artículos 26 y 314 del Código Tributario y 175 del Código Orgánico de la 

Producción, Comercio e Inversiones. 
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2. Competencia 
 

2.1. Mediante sorteo de la causa realizado el 03 de octubre del 2023, las 10h15, se radicó la 

competencia en la Sala integrada por los doctores Gustavo Durango Vela, Juez Nacional (E), Gilda 

Rosana Morales Ordóñez, Jueza Nacional y José Dionicio Suing Nagua, Juez Nacional, Ponente en la 

causa. Mediante Resolución No. 003-2021 de 26 de enero de 2021, el Pleno del Consejo de la 

Judicatura dispuso dar cumplimiento al mandamiento de ejecución expedido por el Tribunal de lo 

Contencioso Administrativo en la causa No. 17811-2014-0463, ratificando la continuación en el 

ejercicio de funciones de los doctores José Suing Nagua y Gustavo Durango Vela, de Juez y Conjuez 

Nacionales, respectivamente; con Resolución No. 008-2021, de 28 de enero de 2021 el Pleno del 

Consejo de la Judicatura designó a la doctora Gilda Rosana Morales Ordóñez, Jueza Nacional; el 

Pleno de la Corte Nacional de Justicia, mediante Resolución No. 2 de 5 de febrero de 2021, integró la 

Sala de lo Contencioso Tributario con los doctores Rosana Morales Ordóñez y José Suing Nagua; 

mediante Oficio No. 92-P-CNJ-2021 de 12 de febrero del 2021 el Presidente de la Corte Nacional de 

Justicia, llama a integrar la Sala al doctor Gustavo Durango Vela, en reemplazo de la doctora Ana 

María Crespo, avalada con la acción de personal No. 166UATH-2021-2021-HB de 19 de febrero de 

2021. 

2.2. La Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia es 

competente para conocer y resolver el recurso de conformidad con lo dispuesto en los artículos 184 

numeral 1 de la Constitución de la República del Ecuador; 185 segunda parte numeral 1 y numeral 2 

del artículo 201 del Código Orgánico de la Función Judicial reformado por mandato de la Disposición 

Reformatoria Segunda número 4 del Código Orgánico General de Procesos. 

3. Validez procesal 
 
 

3.1. No se observa del proceso ninguna circunstancia que pueda afectar la validez procesal y no 

adolece de nulidad alguna, por lo que se declara el proceso válido. 

4. Fundamentación del recurso de casación 
 

4.1. Que el Tribunal A quo, en el párrafo 7 de la motivación, en lo principal, concluye que la 

Administración Aduanera no ha demostrado que las mercancías aprehendidas son de propiedad del 

señor Wilder Adalberto Chuquimarca Días, y que se demostró que la propiedad estaba en usufructo ya 

que no estaba adjudicado únicamente al actor sino también a su esposa. 

4.1.1. Que el SENAE, no pretende que la Sala de casación valore la prueba o revise los hechos, sino 

que tiene el convencimiento que el fallo recurrido adolece de un error de derecho, ya que la decisión 
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se basa en que el actor, no es propietario de las mercancías (ropa usada), cuando el artículo 300 del 

COIP aplicable al presente caso, tiene un espíritu y alcance mucho más amplio que revierte la 

responsabilidad a quien recepta, tiene o almacena mercancías (receptación aduanera), las mismas que 

se encontraban almacenadas en un inmueble concedido en usufructo a favor el señor Chuquimarca, 

por lo tanto se configuran las circunstancias del tipo penal previstas en el artículo 300 del COIP. 

4.1.2. Que el artículo 300 del Código Orgánico Integral Penal, establece que  el tenedor de las 

mismas acredite su legal importación o legítima adquisición en el  , el tipo penal de receptación 

aduanera (en el grado de contravención) y los verbos rectores son  adquisición a título oneroso o 

gratuito, recepción en prenda o consignación y tenencia o almacenamiento  

4.1.3. Que la norma legal exige al tenedor de las mercancías acredite su legal importación o legítima 

adquisición en el país, en este caso las mercancías se encontraban almacenadas en un inmueble 

entregado en usufructo a favor del actor conforme consta en la certificación conferida por la Secretaria 

de la Comuna Milagros, consecuentemente la responsabilidad del señor Wilder Chuquimarca Días en 

el cometimiento de contravención de receptación aduanera, establecida en el artículo 190 literal n del 

Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones, y por tanto la responsabilidad de la 

contravención contenida en el artículo 26 del Código Tributario. 

4.1.4. Que el Tribunal A quo otorga una interpretación errónea del artículo 300 del COIP, cuando su 

verdadero  acredite su legal importación o legítima 

adquisición en el país, dentro de las setenta y dos horas siguientes al requerimiento de la autoridad 

 

4.1.5. Que si el Tribunal A quo hubiera interpretado correctamente el artículo 300 del COIP, se 

hubiese determinado que el actor era el tenedor de las mercancías y que no ha logrado acreditar la 

legal importación o la legítima adquisición en el país de las mercancías (ropa usada) y 

consecuentemente se hubiera ratificado el acto administrativo impugnado, por lo que el SENAE 

podría realizar la gestión de cobro de la multa impuesta. 

4.1.6. Que la errónea interpretación del artículo 300 del COIP, resulta determinante en la parte 

dispositiva del fallo recurrido al determinar que no existe actuación administrativa en la que se 

determine que la mercancía aprehendida es de origen extranjero, como consecuencia se ha declarado 

la nulidad del acto administrativo impugnado, dejando en la impunidad la contravención de 

receptación aduanera, lo cual repercute en que le Servicio Nacional de Aduana del Ecuador ejerza la 

facultad sancionadora establecida en el artículo 218 literal f del COPCI. 

4.2. Además, la Administración Aduanera aduce la falta de aplicación de los artículos 175 del COPCI; 
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26 y 314 del Código Tributario. En el presente caso el actor al no haber acreditado su legal 

importación o legítima adquisición en el país de las mercancías se demuestra la responsabilidad 

administrativa en el cometimiento de contravención aduanera de receptación aduanera, establecida en 

el artículo 190 literal n del COPCI, en concordancia con el artículo 314 del Código Tributario. 

4.2.1. Que la falta de aplicación de las normas acusadas, es determinante por cuanto exime de la 

responsabilidad al señor Chuquimarca y releva que "acredite su legal importación o legítima 

adquisición en el país. El alcance de las normas invocadas es que para la sanción de las 

contravenciones en materia tributaria, basta la trasgresión a la norma. En el presente caso el actor 

transgrede la norma al tener en el inmueble de la Comuna Milagros otorgado en usufructo, prendas de 

vestir sin las etiquetas de las mismas, ropa de hogar y complementos de vestir, sean de fabricación 

nacional o importados, conforme lo establece el Reglamento Técnico Ecuatoriano RTE INEN 013. 

4.3. Contestación al recurso: En escrito de 25 de abril del 2023, las 16h23, el señor Wilder 

Adalberto Chuquimarca Días, por sus propios derechos, da contestación al recurso de casación 

planteado por la Administración Aduanera y manifiesta que la Sala ha realizado una debida 

interpretación del artículo 300 del COIP, como la debida aplicación de los artículos 175 del COPCI, 

26 y 314 del Código Tributario. Que no se probó que el actor sea el propietario de las mercaderías 

aprehendidas el día 16 de diciembre del 2018, ya que en dicha fecha en que fue encontrada la 

mercadería mediante allanamiento, el actor se encontraba laborando en calidad de trabajador acuícola, 

en   Cía. Ltda., ubicada en el cantón 

Machala, provincia de El Oro, cuyo certificado de trabajo de la camaronera consta en el proceso, 

conferido por el señor Jonny Pazmiño, en calidad de Administrador, en el que consta que desde el 07 

de diciembre del 2018 hasta el 27 de diciembre del 2018, se encontraba trabajando en la jornada 

laboral, por ende es inocente. 

4.3.1. Que desde el 03 de enero del 2018 hasta la presente fecha, el actor se encuentra separado de su 

ex cónyuge, la señora Rosa Marina Zapata Ortega, sin que el actor haya regresado a la casa ubicada en 

el Barrio Tacuri, Parroquia Milagros, Cantón Pindal, Provincia de Loja, siendo que la señora Zapata 

Ortega, se quedó a cargo de la casa, sin embargo a ella no se la ha investigado. 

4.3.2. Que la Administración Aduanera tenía conocimiento que el que el lote de terreno en el que se 

construyó la casa, que les dio en usufructo la Comuna de Milagros, se encuentra a nombre de los 

señores Wilder Chuiquimarca y Rosa Zapata, por haber estado casados; pese a esto el SENAE 

únicamente le sancionó al actor. 

4.3.3. Que el Tribunal A quo en el fallo recurrido, ha garantizado su derecho a la igualdad formal, 

igualdad material y no discriminación, preceptuado en el artículo 66 numeral 4 de la Constitución, por 
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tanto, el actor no se encontró inmerso en lo determinado en el artículo 300 del COIP, como tampoco 

en los artículos 175 del COPCI, 26 y 314 del Código Tributario. Por lo expuesto, solicita se deseche el 

recurso planteado. 

5. Problema jurídico 
 

5.1. Corresponde verificar si el Tribunal de instancia incurrió en la errónea interpretación y falta de 

aplicación de normas de derecho sustantivo por concepto de una contravención aduanera. 

6. Análisis del tribunal de casación 
 

6.1. Dos vicios se acusan con sustento en el caso quinto del artículo 268 del COGEP. La errónea 

interpretación, 

independientemente de las cuestiones de hecho debatidas en la sentencia y del caso que trata de 

regular. La norma jurídica es la que gobierna el asunto, pero en sentido diverso, por lo tanto, yerra 

en el enfoque verdadero de ella, en su espíritu y alcances. Hay entonces insuficiencia del juicio o 

exceso al formularlo. El sentenciador acierta en la norma pero falla en su verdadero significado, 

 1 Por otra parte, la falta de aplicación,  ocurre cuando el 

sentenciador niega en el fallo la existencia de un precepto, lo ignora frente al caso debatido. Es error 

contra ius, es rebeldía y desconocimiento de la norma. Es error de existencia de la norma por 

haberse excluido ésta en la  2 
 

6.2. Las normas acusadas son: a) del Código Orgánico Integral Penal: Art. 300.- Receptación 

aduanera.- 

tenencia o almacenamiento de mercancías extranjeras, cuya cuantía sea superior a ciento cincuenta 

salarios básicos unificados del trabajador en general, sin que el tenedor de las mismas acredite su 

legal importación o legítima adquisición en el país, dentro de las setenta y dos horas siguientes al 

requerimiento de la autoridad aduanera competente, será sancionada con una pena privativa de 

 b) del Código 

Tributario: Art. 26.-  Responsable es la persona que sin tener el carácter de contribuyente debe, 

por disposición expresa de la ley, cumplir las obligaciones atribuidas a este. Toda obligación 

tributaria es solidaria entre el contribuyente y el responsable, quedando a salvo el derecho de este de 

repetir lo pagado en contra del contribuyente, ante la justicia ordinaria y según el procedimiento 

previsto en el Código Orgánico General de Procesos.  Art. 314.- Concepto de infracción 

tributaria.-  Constituye infracción tributaria, toda acción u omisión que implique violación de 
 

1 Tolosa Villabona, L.A.; Teoría y Técnica de Casación ibídem., pp. 361. 
 

2 Tolosa Villabona, Luis Armando. Teoría y Técnica de Casación. Civil, Penal, Laboral, Penal Militar, 
Acciones de Grupo, (Bogotá: Doctrina y Ley, 2008), 359. 
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normas tributarias sustantivas o adjetivas sancionadas con pena establecida con anterioridad a esa 

 c) del Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones: Art. 175.- 

Infracción aduanera.-  Son infracciones aduaneras las contravenciones y faltas reglamentarias 

previstas en el presente Código. Para la sanción de contravenciones y faltas reglamentarias bastará la 

simple trasgresión a la norma. En el caso de que se ingrese o se intente extraer del territorio aduanero 

ecuatoriano, mercancía no apta para el consumo humano, el director distrital ordenará su inmediata 

destrucción a costo del propietario, consignante, tenedor o declarante de ser este identificado y 

localizable, de otra forma, será pagado por el Servicio Nacional de Aduana del  

6.3. El recurrente cuestiona la sentencia porque a su decir, el Tribunal realiza una errónea 

interpretación del artículo 300 del COIP que contempla la infracción aduanera de receptación, que de 

haber interpretado correctamente la norma, habría ratificado la resolución sancionatoria impugnada y 

permitido el cobro de la sanción impuesta.

6.4. En la sentencia el Tribunal establece que el único elemento en base al cual se establece la 

responsabilidad del actor es el contrato de concesión de usufructo a favor del actor por parte de la 

Comuna Milagros, que el usufructo de tierras comunales no solo fue otorgado a favor del actor sino 

también de su esposa Rosa Zárate, por lo que el inmueble en el que se encontró la mercancía tenía 

copropietarios; que no se advierte el procedimiento se haya hecho extensivo a la indicada señora. Que 

la prueba aportada al proceso resulta insuficiente para colegir que la mercancía aprehendida sea de 

propiedad del actor, circunstancia que afecta la motivación del acto impugnado. 

6.5. De los hechos que da por probados el Tribunal juzgador, se verifica que se declaró la nulidad de 

la Resolución sancionatoria por falta de motivación, por lo que todos los vicios alegados pierden su 

razón de ser, pues incluso de tener razón el recurrente, aquello no modificaría la esencia de la decisión 

de instancia, por existir falta de motivación.

6.6. Al no evidenciarse los vicios alegados, el cuestionamiento no procede y se lo rechaza. 
 

7. Decisión 
 

7.1. La Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia, 

Administrando justicia, en nombre del pueblo soberano del Ecuador, y por autoridad de la 

Constitución y las leyes de la República, RESUELVE: 

7.2. No casar la sentencia impugnada. 
 

7.3. Actúe la doctora Ligia Marisol Mediavilla como Secretaria Encargada de la Sala Especializada de 

lo Contencioso Tributario, en virtud de la acción de personal No. Nro. 838-UATH-2022-OQ, de fecha 
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28 de julio del 2022. 
 

7.4. Sin costas. 
 

7.5 Notifíquese, publíquese y devuélvase al Tribunal de origen. 
 
 

Verificar si el Tribunal de instancia incurrió en la errónea interpretación y falta de aplicación de normas de 
derecho sustantivo por concepto de una contravención aduanera. La Sala encuentra que no se configuran los 
vicios alegados y rechaza el recurso. 
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JUEZ PONENTE: MORALES ORDÓÑEZ GILDA ROSANA, JUEZA NACIONAL 

(PONENTE) 

AUTOR/A: MORALES ORDÓÑEZ GILDA ROSANA 
 

CORTE NACIONAL DE JUSTICIA. - SALA ESPECIALIZADA DE LO CONTENCIOSO 

TRIBUTARIO DE LA CORTE NACIONAL DE JUSTICIA. Quito, miércoles 6 de diciembre del 

2023, las 12h13. VISTOS: El Tribunal de la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la 

Corte Nacional de Justicia, conformado por los jueces nacionales: doctora Rosana Morales Ordóñez 

(ponente), doctor Gustavo Durango Vela (E) y doctor José Suing Nagua, dictan la siguiente sentencia 

dentro de la causa No. 17510-2020-00263.

1. Antecedentes procesales 
 

1.1. En el caso puesto en nuestro conocimiento, el Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario con 

sede en el Distrito Metropolitano de Quito, provincia de Pichincha, estableció con acuerdo de las 

partes procesales el siguiente objeto de la controversia:  ANALIZAR LA RESOLUCIÓN No. 

117012020RREC22293 EMITIDA POR EL DIRECTOR ZONAL 9 DEL SERVICIO DE RENTAS 

INTERNAS, QUE NEGÓ LA IMPUGNACIÓN A LA RESOLUCIÓN No. 11702019RDEV380841, 

RESPECTO DE LA SOLICITUD DE DEVOLUCIÓN DE RETENCIONES A LA FUENTE POR 

IMPUESTO A LA RENTA DE LOS PERÍODOS JUNIO, AGOSTO, SEPTIEMBRE, OCTUBRE Y 

DICIEMBRE DE 2018, EN APLICACIÓN DEL CONVENIO PARA EVITAR LA DOBLE 

IMPOSICIÓN Y PREVENIR LA EVASIÓN FISCAL EN MATERIA DE IMPUESTOS SOBRE LA 

RENTA Y EL PATRIMONIO SUSCRITO ENTRE EL REINO DE ESPAÑA Y LA REPÚBLICA DEL 

ECUADOR. EN TAL SENTIDO, ESTABLECER SI PROCEDE LA DEVOLUCIÓN DE USD 

356,446,03 EN CONCEPTO DE RETENCIONES EN LA FUENTE POR IMPUESTO A LA RENTA 

DE LOS PERIODOS ANTES MENCIONADOS EN APLICACIÓN DEL CONVENIO PARA EVITAR 

LA DOBLE IMPOSICIÓN Y PREVENIR LA EVASIÓN FISCAL EN MATERIA DE IMPUESTOS 

SOBRE LA RENTA Y EL PATRIMONIO SUSCRITO ENTRE EL REINO DE ESPAÑA Y LA 

 

1.2. En la sentencia de mayoría recurrida se resuelve aceptar parcialmente la demanda presentada por 

PROINTEC S.A., en consecuencia, se declara la nulidad de la Resolución No. 

117012020RREC222293, notificada el 3 de julio de 2020 por el Director Zonal 9 del Servicio de 

Rentas Internas y su antecedente; y, se niega el derecho a la devolución de USD.$ 356.446,03, 

 
Firmado por 
GILDA ROSANA 
MORALES 
ORDOÑEZ 
C=EC 
L=QUITO

Firmado por 
GUSTAVO 
ADOLFO 
DURANGO VELA 
C=EC  
L=QUITO 

 
Firmado por 
JOSE DIONICIO 
SUING NAGUA 
C=EC 
L=QUITO 
CI

p  
219214829-DFE 

Juicio No. 17510-2020-00263 

 
JUEZ PONENTE: MORALES ORDÓÑEZ GILDA ROSANA, JUEZA NACIONAL 

(PONENTE) 

AUTOR/A: MORALES ORDÓÑEZ GILDA ROSANA 
 

CORTE NACIONAL DE JUSTICIA. - SALA ESPECIALIZADA DE LO CONTENCIOSO 

TRIBUTARIO DE LA CORTE NACIONAL DE JUSTICIA. Quito, miércoles 6 de diciembre del 

2023, las 12h13. VISTOS: El Tribunal de la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la 

Corte Nacional de Justicia, conformado por los jueces nacionales: doctora Rosana Morales Ordóñez 

(ponente), doctor Gustavo Durango Vela (E) y doctor José Suing Nagua, dictan la siguiente sentencia 

dentro de la causa No. 17510-2020-00263.

1. Antecedentes procesales 
 

1.1. En el caso puesto en nuestro conocimiento, el Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario con 

sede en el Distrito Metropolitano de Quito, provincia de Pichincha, estableció con acuerdo de las 

partes procesales el siguiente objeto de la controversia:  ANALIZAR LA RESOLUCIÓN No. 

117012020RREC22293 EMITIDA POR EL DIRECTOR ZONAL 9 DEL SERVICIO DE RENTAS 

INTERNAS, QUE NEGÓ LA IMPUGNACIÓN A LA RESOLUCIÓN No. 11702019RDEV380841, 

RESPECTO DE LA SOLICITUD DE DEVOLUCIÓN DE RETENCIONES A LA FUENTE POR 

IMPUESTO A LA RENTA DE LOS PERÍODOS JUNIO, AGOSTO, SEPTIEMBRE, OCTUBRE Y 

DICIEMBRE DE 2018, EN APLICACIÓN DEL CONVENIO PARA EVITAR LA DOBLE 

IMPOSICIÓN Y PREVENIR LA EVASIÓN FISCAL EN MATERIA DE IMPUESTOS SOBRE LA 

RENTA Y EL PATRIMONIO SUSCRITO ENTRE EL REINO DE ESPAÑA Y LA REPÚBLICA DEL 

ECUADOR. EN TAL SENTIDO, ESTABLECER SI PROCEDE LA DEVOLUCIÓN DE USD 

356,446,03 EN CONCEPTO DE RETENCIONES EN LA FUENTE POR IMPUESTO A LA RENTA 

DE LOS PERIODOS ANTES MENCIONADOS EN APLICACIÓN DEL CONVENIO PARA EVITAR 

LA DOBLE IMPOSICIÓN Y PREVENIR LA EVASIÓN FISCAL EN MATERIA DE IMPUESTOS 

SOBRE LA RENTA Y EL PATRIMONIO SUSCRITO ENTRE EL REINO DE ESPAÑA Y LA 

 

1.2. En la sentencia de mayoría recurrida se resuelve aceptar parcialmente la demanda presentada por 

PROINTEC S.A., en consecuencia, se declara la nulidad de la Resolución No. 

117012020RREC222293, notificada el 3 de julio de 2020 por el Director Zonal 9 del Servicio de 

Rentas Internas y su antecedente; y, se niega el derecho a la devolución de USD.$ 356.446,03, 

 
Firmado por 
GILDA ROSANA 
MORALES 
ORDOÑEZ 
C=EC 
L=QUITO

Firmado por 
GUSTAVO 
ADOLFO 
DURANGO VELA 
C=EC  
L=QUITO 

 
Firmado por 
JOSE DIONICIO 
SUING NAGUA 
C=EC 
L=QUITO 
CI

p  
219214829-DFE 

Juicio No. 17510-2020-00263 

 
JUEZ PONENTE: MORALES ORDÓÑEZ GILDA ROSANA, JUEZA NACIONAL 

(PONENTE) 

AUTOR/A: MORALES ORDÓÑEZ GILDA ROSANA 
 

CORTE NACIONAL DE JUSTICIA. - SALA ESPECIALIZADA DE LO CONTENCIOSO 

TRIBUTARIO DE LA CORTE NACIONAL DE JUSTICIA. Quito, miércoles 6 de diciembre del 

2023, las 12h13. VISTOS: El Tribunal de la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la 

Corte Nacional de Justicia, conformado por los jueces nacionales: doctora Rosana Morales Ordóñez 

(ponente), doctor Gustavo Durango Vela (E) y doctor José Suing Nagua, dictan la siguiente sentencia 

dentro de la causa No. 17510-2020-00263.

1. Antecedentes procesales 
 

1.1. En el caso puesto en nuestro conocimiento, el Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario con 

sede en el Distrito Metropolitano de Quito, provincia de Pichincha, estableció con acuerdo de las 

partes procesales el siguiente objeto de la controversia:  ANALIZAR LA RESOLUCIÓN No. 

117012020RREC22293 EMITIDA POR EL DIRECTOR ZONAL 9 DEL SERVICIO DE RENTAS 

INTERNAS, QUE NEGÓ LA IMPUGNACIÓN A LA RESOLUCIÓN No. 11702019RDEV380841, 

RESPECTO DE LA SOLICITUD DE DEVOLUCIÓN DE RETENCIONES A LA FUENTE POR 

IMPUESTO A LA RENTA DE LOS PERÍODOS JUNIO, AGOSTO, SEPTIEMBRE, OCTUBRE Y 

DICIEMBRE DE 2018, EN APLICACIÓN DEL CONVENIO PARA EVITAR LA DOBLE 

IMPOSICIÓN Y PREVENIR LA EVASIÓN FISCAL EN MATERIA DE IMPUESTOS SOBRE LA 

RENTA Y EL PATRIMONIO SUSCRITO ENTRE EL REINO DE ESPAÑA Y LA REPÚBLICA DEL 

ECUADOR. EN TAL SENTIDO, ESTABLECER SI PROCEDE LA DEVOLUCIÓN DE USD 

356,446,03 EN CONCEPTO DE RETENCIONES EN LA FUENTE POR IMPUESTO A LA RENTA 

DE LOS PERIODOS ANTES MENCIONADOS EN APLICACIÓN DEL CONVENIO PARA EVITAR 

LA DOBLE IMPOSICIÓN Y PREVENIR LA EVASIÓN FISCAL EN MATERIA DE IMPUESTOS 

SOBRE LA RENTA Y EL PATRIMONIO SUSCRITO ENTRE EL REINO DE ESPAÑA Y LA 
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pagados en concepto de retenciones en la fuente de junio, agosto, septiembre, octubre y diciembre de 

2018, en función de las consideraciones de la sentencia de instancia. 

1.3 La compañía PROINTEC S.A., interpone recurso de casación contra de la sentencia de mayoría de 

25 de octubre del 2021, a las 11h21, expedida por el Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario 

con sede en el Distrito Metropolitano de Quito, provincia de Pichincha; dentro del juicio No.17510- 

2020-00263, argumentando los casos 4 y 5 del art. 268 del   . 

 
La compañía PROINTEC S.A., presentó demanda en contra de la Resolución No. 

117012020RREC222293, suscrita por el Director Zonal 9 del SRI, que resuelve negar la impugnación 

de la Resolución que atendió la solicitud de devolución de retenciones en la fuente de Impuesto a la 

Renta por Convenios para evitar la doble imposición, correspondiente a los meses de junio, agosto, 

septiembre, octubre y diciembre del ejercicio fiscal del 2018. 

1.4. Mediante autos de 7 y 20 de diciembre del 2022, a las 15h18 y 14h02, respectivamente, dictados 

por la doctora Mónica Alexandra Heredia Proaño, Conjueza Nacional de la Corte Nacional de Justicia, 

se admitió parcialmente el recurso de casación interpuesto por la parte actora, por el caso 5 del art. 

268 del Código   ; por los vicios de errónea interpretación del 

art. 7 numeral 1 del Convenio para evitar la doble imposición y prevenir la evasión en materia de 

Impuesto a la Renta y el Patrimonio, suscrito entre la República del Ecuador y el Reino de España; 

falta de aplicación de los arts. 7 numeral 3 del Convenio para evitar la doble imposición y prevenir la 

evasión en materia de Impuesto a la Renta y el Patrimonio, suscrito entre la República del Ecuador y 

el Reino de España; y 162 del COGEP; y aplicación indebida del art. 122 del Código Tributario. 

2. Competencia 
 

Este Tribunal Especializado es competente para conocer y resolver el presente recurso de casación, en 

virtud de la Resolución No. 003-2021 de 26 de enero de 2021, mediante la que, el Pleno del Consejo 

de la Judicatura dispuso dar cumplimiento al mandamiento de ejecución expedido por el Tribunal de 

lo Contencioso Administrativo en la causa No. 17811-2014-0463, ratificado la continuación en el 

ejercicio de funciones de los doctores José Suing Nagua y Gustavo Durango Vela, Juez y Conjuez 

Nacionales, respectivamente; con Resolución No. 008-2021, de 28 de enero de 2021 el Pleno del 

Consejo de la Judicatura designó a la doctora Gilda Rosana Morales Ordóñez, Jueza Nacional; el 

Pleno de la Corte Nacional de Justicia, mediante Resolución No. 2 de 5 de febrero de 2021, e integró 

la Sala de lo Contencioso Tributario con los doctores Rosana Morales Ordóñez y José Suing Nagua; 

mediante Oficio No. 92-P-CNJ-2021, de 12 de febrero del 2021, el Presidente de la Corte Nacional de 

Justicia, llama a integrar la Sala al doctor Gustavo Durango Vela, en reemplazo de la doctora Ana 
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María Crespo. 

 
2.1. Acta de sorteo y normas que determinan la competencia.- Sorteo de la causa número 17510- 

2020-00263, efectuado por la Presidencia de la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la 

Corte Nacional de Justicia, el 22 de junio del 2023, mediante el que se radicó la competencia en este 

Tribunal de Casación. 

Esta Sala es competente para conocer este proceso, en atención a lo previsto en los artículos 184 

numeral 1 de la Constitución de la República Ecuador, 185 -segunda parte, número 1- del Código 

Orgánico de la Función Judicial, y artículo 269 del Código Orgánico General de Procesos (COGEP). 

3. Validez procesal 
 

En la tramitación del presente recurso extraordinario de casación, se han observado las solemnidades 

inherentes a esta clase de recursos, por lo que no existe nulidad alguna que declarar, como lo han 

corroborado las partes procesales en la audiencia llevada a cabo el día 5 de diciembre de 2023 a las 

14h45. 

4. Fundamentación del recurso de casación 
 

4.1. El casacionista en la fundamentación del recurso argumenta que la sentencia de instancia incurre 

en la causal quinta del artículo 268 del COGEP, en errónea interpretación del art. 7 numeral 1 del 

Convenio para evitar la doble imposición y prevenir la evasión en materia de Impuesto a la Renta y el 

Patrimonio, suscrito entre la República del Ecuador y el Reino de España.- Que los convenios 

internacionales son una fuente de derecho que establecen una relación fiscal que podría existir entre 

dos países, en este caso, España-Ecuador y lo que busca es distribuir la carga tributaria con la 

finalidad de eliminar una doble imposición, de esta manera que se garantice seguridad jurídica para las 

partes contratantes, por lo tanto, el Tribunal debía darle la trascendencia que este convenio tiene y 

aplicarlo de forma correcta en la sentencia de mayoría recurrida; sin embargo, en su sentencia lo 

aplican de manera equivocada y concluye que se debe aplicar la excepción a la regla consagrado en el 

artículo 7, y por lo tanto señala que las retenciones efectuadas al amparo de normativa interna a esta 

compañía extranjera no debían ser devueltas, sin verificar la jerarquía normativa que tienen los 

convenios, pues si miramos solo en este sentido, al amparo del mismo ni siquiera debieron haberse 

realizado retenciones a los pagos efectuados a Prointec S.A. España. Que en base a la naturaleza que 

tiene el convenio antes aludido, se debe señalar que la empresa PROINTEC SA con domicilio fiscal 

en España, accedió a la vía jurisdiccional con la finalidad de que se reconozca un derecho evidente por 

aplicación directa del convenio, sin embargo en la sentencia el mismo fue negado, debido a que el 

Tribunal realiza un incorrecta interpretación del artículo 7 numeral 1 y 3; y detalla el considerando 
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7.2.1.1.1. Que el numeral 1 del art. 7 del Convenio, establece una regla general y la excepción a la 

regla así:  La regla general, trata que sobre los beneficios de una empresa de un Estado Contratante 

deben ser sujetas a imposición en el estado de su residencia, en el presente caso en España. La 

excepción a la regla, es que si esta empresa desarrolla actividades en el otro Estado (Ecuador) por 

medio de un establecimiento permanente, los beneficios pueden someterse a imposición en este otro 

Estado, pero solo en la cuantía en que sean atribuibles a este establecimiento  . Que en la 

sentencia se aplica la excepción a la regla, pero de manera errónea, ya que los jueces no consideran 

que para que esta excepción aplique lo primero que debe existir es una actividad desarrollada a través 

de un establecimiento permanente, lo cual ni siquiera ha sido objeto de análisis cuando llegan a su 

conclusión, pues para el Tribunal de instancia el simple hecho de que exista una sucursal en el 

Ecuador, se entiende que la misma efectúa actividades en este Estado y por ello aplica la excepción a 

la regla, cuando el sentido de la norma es distinto, pues debe haber el ejercicio de una actividad para 

que después de ello se asignen los beneficios en la cuantía que sean atribuibles al Establecimiento 

Permanente; sobre esta actividad y no en su totalidad. Que la errónea interpretación es evidente por lo 

siguiente: Que en primer lugar, con su análisis llegan a la conclusión que debido a la existencia del 

Establecimiento Permanente (EP) en Ecuador significa que la imposición tributaría corresponde al 

Estado Ecuatoriano, sin analizar que este EP haya ejercicio actividad económica que es la primera 

condición para que aplique la excepción a la regla del art. 7 del Convenio y por ende en el presente 

caso esta actividad económica que debía ser sujeta a imposición es la que se refiere a aquellos ingresos 

por los servicios prestados al Consorcio GMQ., en el supuesto de que las rentas le correspondan por 

este hecho generador y no las provenientes de cualquier otra renta que no son objeto de discusión en el 

juicio, y este análisis no ha sido efectuado por el Tribunal en su sentencia. Que en según lugar, cuando 

niegan los valores retenidos a la empresa española, atribuyen al estado Ecuatoriano la totalidad de la 

imposición, sin observar que la norma señala que debe asignarse en la cuantía que sean atribuibles al 

EP y no en su totalidad como lo interpretan en la sentencia, lo cual resulta ser inclusive confiscatorio 

para la compañía española, que las retenciones se hacen sobre el valor facturado. Que en la misma 

sentencia, el Tribunal señala que no tiene certeza respecto de la participación del establecimiento 

permanente en el desarrollo de estas actividades, sin embargo, a pesar de no tener certeza, decide 

aplicar la excepción a la regla e imponer a la empresa española una carga tributaria en el Ecuador. Que 

se debe establecer que la forma de interpretar el art. 7 del Convenio, ha hecho que el Tribunal 

determine que la totalidad del impuesto retenido le correspondía al establecimiento permanente, sin 

observar ni siquiera lo señalado en el numeral 3 del art. 7, mismo que sostiene que para la 

determinación de los beneficios del establecimiento se permite la deducción de los gastos en que haya 

incurrido para tales fines, entonces, no otorga en su análisis ni siquiera la oportunidad de que Prointec 

S.A, se beneficie de las deducciones que le hubiesen correspondido en el caso de que haya ejercido 
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actividad económica por este concepto en el Ecuador; pues las retenciones que le fueron efectuadas se 

lo hace directamente al valor facturado, es por ello que con la negativa a la devolución existe una 

carga impositiva que no cumple con el principio de capacidad contributiva. Que la correcta 

interpretación que debió dar el Tribunal al art. 7, era que siempre aplica la regla general y la misma 

norma prevé la posibilidad de una excepción a la regla siempre y cuando exista una actividad 

económica desarrollada por el Establecimiento Permanente en Ecuador que surja por el hecho 

generador sobre el cual se realizaron las retenciones y solo si la misma se evidencia de manera 

fehaciente, se podrá atribuir los beneficios a este EP pero solo en la cuantía en que los mismos sean 

relacionados con la sucursal a quien inclusive le corresponde la deducción de gastos por dicha 

actividad, en este caso, no se analiza la existencia de actividad económica con respecto a los servicios 

de consultoría por parte del EP y sin este análisis, tampoco se establece cómo se atribuyeron los 

beneficios generados por el supuesto servicio prestado por el EP. Que la errónea interpretación del art. 

7, incidió de forma grave en la parte dispositiva de la sentencia, debido a que si el Tribunal de 

instancia hubiese verificado el sentido real de la norma, habría aplicado la regla general de la misma y 

por ende ordenado la devolución de las retenciones que le fueron efectuadas a la empresa española ya 

que la aplicación de beneficios al Establecimiento permanente es excepcional y solamente cabe en 

este caso si es que el EP hubiese prestado los servicios de consultoría, lo cual no es objeto de análisis 

del Tribunal por el yerro cometido, esto es, debido a que con su negativa a la devolución llega a 

concluir que por el mero hecho de la existencia de un EP la carga impositiva le correspondía a este y 

que por ello aplica de forma errónea la excepción a la regla del artículo 7 del convenio. Sobre la falta 

de aplicación de los arts. 7 numeral 3 del Convenio para evitar la doble imposición y prevenir la  

evasión en materia de Impuesto a la Renta y el Patrimonio, suscrito entre la República del Ecuador y 

el Reino de España; señala que dicho numeral dispone que:  3. Para la determinación de los 

beneficios del establecimiento permanente se permitirá la deducción de los gastos en que se haya 

incurrido para la realización de los fines del establecimiento permanente, incluidos los gastos de 

dirección y los generales de administración para dichos fines, tanto si se efectúan en el Estado en que 

está situado el establecimiento permanente como en otra parte. Estos gastos deberán estar 

justificados, de acuerdo con la legislación del Estado Contratante en el cual esté situado el 

establecimiento permanente.  . Que la infracción se verifica en el considerando 7.2.1.1.1. Que el 

Tribunal de instancia llega a su conclusión sin observar ni siquiera lo señalado en el numeral 3 del art. 

7, mismo que sostiene que para la determinación de los beneficios del establecimiento se permite la 

deducción de los gastos en que haya incurrido para tales fines, entonces, no otorga en su análisis ni 

siquiera la oportunidad de que Prointec S.A se beneficie de las deducciones que le hubiesen 

correspondido en el caso de que haya ejercido actividad económica por este concepto en el Ecuador; 

pues las retenciones que le fueron efectuadas se lo hace directamente al valor facturado, es por ello 
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que con la negativa a la devolución existe una carga impositiva que no cumple con el principio de 

capacidad contributiva. Que en conclusión, la decisión que se toma en la sentencia inclusive vulnera el 

derecho a la defensa debido a que este punto no fue analizado en el acto administrativo impugnado y 

al hacerlo en esta instancia genera total indefensión para la parte actora y no otorga la oportunidad de 

poder agregar los sustentos sobre los gastos efectuados, todo lo cual fue provocado por la falta de 

aplicación del numeral 3 del art. 7 del convenio. Que la falta de aplicación señalada ha sido 

determinante en la parte dispositiva de la sentencia, puesto que si el Tribunal hubiese observado dicho 

numeral su conclusión habría sido adversa a la que consta; puesto que por último de existir beneficios 

del establecimiento permanente de Prointec España en Ecuador, hubiese señalado que le corresponde 

según este numeral la asignación de los gastos a los que tiene derecho por el ejercicio de esta 

actividad; por lo tanto lo que correspondía era ejercer la facultad resolutiva sobre la devolución a la 

empresa española, y no efectuar con la negativa a esta, una determinación a la cuantía del tributo al 

Establecimiento permanente lo cual en el juicio no cabe, inclusive analizaría que esta facultad es 

independiente y correspondía al ente regulador abrir una orden de determinación en caso de que tenga 

indicios de que el EP fue el que prestó estos servicios, con el objeto de verificar la base imponible, 

hecho generador y por ende la cuantía del tributo; lo cual observaría en su sentencia si es que hubiese 

aplicado el numeral 3. Sobre la aplicación indebida del art. 122 del Código Tributario y falta de 

aplicación del art. 162 del COGEP; señala el casacionista que la infracción a las normas citadas no se 

hacen alusión a cuestiones inherentes a valoración probatoria ni se citan elementos probatorios que no 

hayan sido verificados, sino más bien, en base a lo señalado por el Tribunal, se establece que la 

impugnación no corresponde a un pago indebido puesto que no cumple con los requisitos consagrados 

en el art. 122 del Código Tributario, sino más bien a una devolución de valores que en su momento 

fueron debidamente retenidos pero que tenía una vía propia para su devolución en aplicación de 

convenios, sin que ello constituya un pago indebido, es por ello que se alega indebida aplicación de la 

norma mencionada. Que se alega falta de aplicación del art. 162 del COGEP debido a que por la 

forma en la que se propone el recurso de casación a pesar de que dicha norma consta en un cuerpo 

procesal, dicha norma no es adjetiva, sino sustantiva, puesto que lo que se requiere fundamentar 

dentro de este vicio es que el Tribunal debía observar a quien corresponde la obligación de prueba en 

el caso de los hechos que no requieren ser justificados, lo cual lo hubiese hecho si es que analizaba el 

artículo 162 mencionado. Que los vicios que se argumentan, es en virtud de que los Jueces establecen 

en primer lugar que las retenciones efectuadas tiene la naturaleza de pago indebido y que por ello la 

parte actora debía justificar la naturaleza de indebidas, sin embargo, esta norma no debía ser aplicada 

puesto a que los valores retenidos no son indebidos sino debidos, es por ello que se alega dicha 

infracción; por otro lado la falta de aplicación del art. 162 se alega en virtud de que el Tribunal debía 

analizar cuáles son las obligaciones de las partes cuando existen hechos que no requieren ser 
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probados, por tanto, no se trata de un tema de valoración de elementos probatorios como tal, ni mucho 

menos de una norma adjetiva. Que por lo expuesto solicita que se case la sentencia. 

4.2. El Servicio de Rentas Internas, en la contestación, al recurso de casación señala que se puede 

advertir que, del escrito de casación presentado por la parte actora, ni siquiera se han establecido 

acápites claros sobre qué norma y qué cargo está realizando la fundamentación. Que dicha falta de 

técnica casacional ha generado que en lo referente a la falta de aplicación; no exista un argumento 

diáfano en el cual se explique del por qué dichas normas no debieron ser aplicadas; tampoco se 

expone qué normas son las que verdaderamente dan solución al litigio; menos aún se ha explicado la 

transcendencia de la infracción. Que en lo que tiene que ver a la falta de aplicación sobre este cargo, la 

parte actora nada dice del por qué las normas alegadas como infringidas son las llamadas a resolver la 

contienda jurídica, tampoco ha expresado cual hubiera sido la transcendencia de la aplicación en la 

resolución del caso, dichos eventos nuevamente desvelan la falta de precisión y técnica en el 

planteamiento del recurso. Que el recurso extraordinario de casación planteado por la defensa de la 

parte actora no existen argumentos sobre las normas alegadas como infringidas, sino limitándose a 

únicamente a referirse sobre su inconformidad con la sentencia emitida. Que por lo expuesto solicita 

que se rechace el recurso. 

5. Problema jurídico 
 

Determinar si la sentencia objeto del recurso de casación, incurre en los vicios de errónea 

interpretación del art. 7 numeral 1 del Convenio para evitar la doble imposición y prevenir la evasión 

en materia de Impuesto a la Renta y el Patrimonio, suscrito entre la República del Ecuador y el Reino 

de España; falta de aplicación de los arts. 7 numeral 3 del Convenio para evitar la doble imposición y 

prevenir la evasión en materia de Impuesto a la Renta y el Patrimonio, suscrito entre la República del 

Ecuador y el Reino de España; y 162 del COGEP; y aplicación indebida del art. 122 del Código 

Tributario, al amparo del caso 5 del art. 268 del COGEP. 

6. Análisis del Tribunal de casación 
 

6.1. El recurso de casación interpuesto se fundamenta en el caso 5 del art. 268 del Código Orgánico 

General de Procesos que establece: 

siguientes casos: 5. Cuando haya incurrido en aplicación indebida, falta de aplicación o errónea 

interpretación de normas de derecho sustantivo, incluyendo los precedentes jurisprudenciales 

obligatorios, que hayan sido determinantes en la parte dispositiva de la sentencia o au . 

6.1.1. El caso 5, se refiere a la violación directa de la Ley. Para su análisis se parte siempre de los 

hechos probados en instancia, que no pueden ser valorados nuevamente en sede casacional y, se 
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entienden, por técnica casacional, aceptados por las partes. Para realizar el análisis debe la Sala 

Especializada verificar que, sobre tales hechos, se haya aplicado correctamente el derecho. 

6.1.2. Sobre la aplicación indebida el autor Luis Armando Tolosa Villabona, señala que este vicio 

consiste  es un error de selección de una norma jurídica. El juez aplica una norma que no es 

llamada a regular, gobernar u operar en el caso debatido. Se trata de una sentencia injusta, y el 

error, es error se subsunción o de aplicación. A la norma se la entiende rectamente pero se aplica a 

un hecho no gobernado por ella, haciéndole producir efectos que no  ; (Tolosa Villabona, 

Luis Armando, Teoría y Técnica de la Casación, 2008, Bogotá - Colombia, Ediciones Doctrina y Ley 

Ltda. pág. 359). 

6.1.3. El  Se trata de la 

exégesis equivocada de la norma en su contenido mismo, independientemente de las cuestiones de 

hecho debatidas en la sentencia y del caso que trata de regular. La norma jurídica es la que gobierna 

el asunto, pero en sentido diverso, por lo tanto, yerra en el enfoque verdadero de ella, en su espíritu y 

alcances. Hay entonces insuficiencia del juicio o exceso al formularlo. El sentenciador acierta en la 

norma pero falla en su verdadero significado, alejándose de su espíritu y finalidad.

Villabona, Luis Armando, Teoría y Técnica de la Casación, 2008, Bogotá - Colombia, Ediciones 

Doctrina y Ley Ltda. pág. 361); en otras palabras la errónea interpretación de normas de derecho 

consiste en la falta que incurre el Juez al dar erradamente a la norma jurídica aplicada un alcance 

mayor o menor o distinto que el descrito por el legislador. 

6.1.4. Sobre la falta de aplicación alegada por el recurrente, esta Sala señala que, doctrinariamente esta 

  el juez, al dictar su sentencia, la primera investigación que debe hacer 

consiste en la selección de la aplicable, o sea determinar la existencia y validez de ésta. Será 

necesario entonces que considere los problemas de la ley en el tiempo y en el espacio, precisando los 

límites personales, temporales y espaciales de la regla jurídica   ; es decir, la falta de aplicación se 

configura cuando el juez deja de aplicar al caso controvertido normas sustanciales que ha debido 

aplicar y que, de haberlo hecho, habrían determinado que las decisiones adoptadas en sentencia fuesen 

diferentes de las acogidas. (Murcia Ballén, Humberto,. 2005, Recurso de Casación Civil, Bogotá  

Colombia Ediciones Jurídicas Gustavo Ibánez C. Ltda., pág. 327). 

6.2 El recurrente manifiesta que se han violentado las siguientes normas: 

 
Convenio para evitar la doble imposición y prevenir la evasión en materia de Impuesto a la Renta y el 

Patrimonio, suscrito entre la República del Ecuador y el Reino de España. 

 ARTICULO 7. Beneficios empresariales 
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1. Los beneficios de una empresa de un Estado Contratante solamente pueden someterse a imposición 

en este Estado, a no ser que la empresa desarrolle actividades en el otro Estado Contratante por 

medio de un establecimiento permanente situado en él. Si la empresa realiza su actividad de dicha 

manera, los beneficios de la empresa podrán someterse a imposición en el otro Estado pero sólo en la 

cuantía en que sean atribuibles a este establecimiento permanente.  

3. Para la determinación de los beneficios del establecimiento permanente se permitirá la deducción 

de los gastos en que se haya incurrido para la realización de los fines del establecimiento 

permanente, incluidos los gastos de dirección y los generales de administración para dichos fines, 

tanto si se efectúan en el Estado en que está situado el establecimiento permanente como en otra 

parte. Estos gastos deberán estar justificados, de acuerdo con la legislación del Estado Contratante 

en el cual esté situado el establecimiento  .

CÓDIGO TRIBUTARIO. 

 
 Art. 122.- Pago indebido.- Se considerará pago indebido, el que se realice por un tributo no 

establecido legalmente o del que haya exención por mandato legal; el efectuado sin que haya nacido 

la respectiva obligación tributaria, conforme a los supuestos que configuran el respectivo hecho 

generador. En iguales condiciones, se considerará pago indebido aquel que se hubiere satisfecho o 

exigido ilegalmente o fuera  

 
 
 

CÓDIGO ORGANICO GENERAL DE PROCESOS. 

 
 Art. 162.- Necesidad de la prueba. Deben probarse todos los hechos alegados por las partes, salvo 

los que no lo requieran. La parte que invoque la aplicación del derecho extranjero o disienta de ella 

presentará la certificación del agente diplomático sobre la autenticidad y vigencia de la ley. A falta 

de agente diplomático, la parte podrá solicitar a la o al juzgador que requiera al Estado de cuya 

legislación se trate que certifique por la vía diplomática la autenticidad y vigencia de la ley. La o el 

juzgador no podrá aplicar como prueba su conocimiento propio sobre los hechos o circunstancias 

 

 
6.3. Se evidencian los siguientes hechos no controvertidos y probados, de los cuales debe 

partirse para el análisis:  7.2.1.1.1. LOS ESTABLECIMIENTOS PERMANENTES: El 

artículo 5 del instrumento internacional que nos ocupa define al establecimiento permanente 

en los siguientes términos: "un lugar de negocios en el que una efectúa todo o parte de su 

actividad." Y en la letra b) de su número de 2, se encuentra la sucursal. El establecimiento 
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permanente es un concepto utilizado exclusivamente en el ámbito tributario, con el objeto de 

establecer el derecho de un Estado a gravar unas determinadas rentas empresariales 

obtenidas en ese Estado por un no residente; constituye, como tal, la excepción al criterio de 

la residencia, que es el criterio principal por el que se rige el Convenio para evitar la doble 

imposición y prevenir la evasión fiscal en materia de impuestos sobre la renta y el 

patrimonio entre el Gobierno del Reino de España y la República del Ecuador. En definitiva, 

es el eje donde se mueve y apoya todo el sistema que determina cuál es el Estado con 

derecho a gravar las rentas empresariales obtenidas por la entidad no residente que opera 

mediante dicho establecimiento, por ello, resulta fundamental a la hora de establecer el 

sistema de reparto de la potestad tributaria sobre tales rentas. Tratándose de beneficios 

empresariales, así como en otras clases de rentas puntuales, dicho instrumento internacional 

establece que sólo se gravarán en la fuente, vale decir, en el país de origen, si son obtenidas 

por medio del establecimiento permanente y sólo en la medida en que pueda atribuirse a los 

mismos. Este es el  principio del establecimiento permanente  : el elemento clave en las 

reglas distributivas contempladas en el modelo de convenio para evitar la doble imposición 

de la OCDE; y desecha el  principio de la  Como muy bien señala Fernández 

Pérez:  el establecimiento permanente constituye la materialización de esas relaciones o 

contactos económicos de una empresa de un Estado en el otro Estado, que determinan la 

sujeción a la jurisdicción del segundo Estado como Estado de la fuente ... " y añade que: 

" generalmente pueden distinguirse dos formas principales de conceptuación de 

establecimiento permanente: o bien entendiendo que sólo lo constituyen aquellas 

instalaciones que realizan directamente un beneficio, o bien considerando que lo forma 

cualquier instalación permanente en que la empresa realiza todo o parte de su actividad y 

que, en consecuencia, está integrada en la vida económica del país  ( Fernandez Pérez 

José: Criterios de reparto de la potestad tributaria según los distintos modelos de convenios 

y recomendaciones existentes, Estudio de la doble imposición internacional, Instituto de 

Estudios Fiscales  Ministerio de Hacienda, Madrid, 1979, p. 112.) El artículo 5 del 

convenio en cuestión sigue las últimas esta última dirección. De la sencilla definición que 

otorga el precitado artículo se desprende que una de las características del establecimiento 

permanente es que la actividad a desarrollar por la instalación de negocios no tiene por qué 

ser necesariamente productiva, es decir, que contribuya a la obtención de beneficios para la 

empresa. Así lo señalan los comentarios alegando que, en una empresa comercial bien 
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administrada, cada elemento de la empresa contribuye a la productividad del conjunto. 

Ahora, retornando al caso que nos ocupa, es innegable incluso que la sucursal en Ecuador 

de PROINTEC tiene el carácter productivo, por lo que se atribuyen los beneficios que 

obtiene su matriz, puntualmente a aquellas que provienen de su participación en las 

actividades del consorcio, es decir, a través de las rentas que la sucursal percibe en el 

Ecuador (40% de participación en el contrato de consultoría Gerencia del Proyecto Metro 

de Quito CCPC-EPMMQ-2013-049 con el Municipio del Distrito Metropolitano de Quito, de 

acuerdo a la cláusula cuarta del instrumento de constitución del consorcio GMQ, a fojas 35), 

sea cual fuere su calidad, ya que contribuye a la rentabilidad de la empresa; y esto, teniendo 

presente que para el instrumento internacional en análisis, que sigue la teoría de la 

pertenencia económica -aún cuando de manera ligeramente discordante-, basta la existencia 

de una estructura económica desde la cual se desarrolle la actividad, aunque no contribuya 

de manera directa en los beneficios de la empresa, para que opere la excepción al criterio de 

residencia para gravar renta, teoría que incluso es más clara y objetiva. Así pues, respecto 

de esta definición genérica que da el convenio, baste indicar que un establecimiento 

permanente comienza a existir, de acuerdo a los comentarios del Modelo de la OCDE, en el 

momento en que la empresa inicia sus actividades por medio de una instalación fija de 

negocios, siendo incluso irrelevante así, el tipo de actividad ejecutada o el periodo de 

duración, considerando que en precitado artículo 5 del instrumento internacional enuncia -y 

a modo ejemplificativo- los diversos supuestos de establecimiento permanente, sin pretender 

agotar todos los supuestos que en la realidad pudieran surgir, dentro de los cuales constan 

expresamente, las sucursales, al amparo de la definición genérica. Y el artículo 7 ibídem 

 principio establecimiento permanente  , el cual se compone de dos criterios: El 

primero, según el cual solamente se puede gravar al no residente, cuando éste opere por 

medio de un establecimiento permanente. El segundo criterio, complementario del anterior, 

indica que en el caso de existencia de otras rentas que no provengan de la propia actividad 

de dicho establecimiento, no deberán ser gravadas por el Estado contratante en el cual 

resida el establecimiento permanente. Este segundo criterio ha sido causa de muchas 

discusiones entre los países de la OCDE ya que establece que cuando una empresa ejerce 

una actividad industrial o comercial por medio de un establecimiento permanente situado en 

el otro Estado, este Estado puede gravar los beneficios de la empresa, y aquí viene lo 

interesante: sólo en la medida en que sean imputables al establecimiento permanente; por lo 
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que el derecho de imposición del Estado en el cual reside dicho EP, no se extiende a los 

beneficios que la empresa pueda obtener en ese Estado por cauces distintos: 

beneficios de una empresa de un Estado Contratante solamente pueden someterse a 

imposición en este Estado, a no ser que la empresa desarrolle actividades en el otro Estado 

Contratante por medio de un establecimiento permanente situado en él. Si la empresa realiza 

su actividad de dicha manera, los beneficios de la empresa podrán someterse a imposición 

en el otro Estado pero sólo en la cuantía en que sean atribuibles a este establecimiento 

permanente. Así pues,  

efectiva  para atribuir los beneficios al establecimiento permanente y consiste en imputarle 

aquellos ingresos que obtenga exclusivamente por el ejercicio de su actividad, así como los 

producidos por los capitales que se encuentren efectivamente vinculados al mismo. Vale 

decir, los contribuyentes que obtengan rentas mediante establecimiento permanente en 

Ecuador, tributarán por la totalidad de la renta imputable al establecimiento, cualquiera sea 

el lugar de su obtención.  7.3. DE LA PRUEBA:  ). Dentro del proceso, ya de manera 

  está conformado por todos aquellos hechos sobre los 

cuales versa la discusión, pues todo aquello que es afirmado por una de las partes y negado 

por la otra, determina la necesidad de probarlos y delimita el  thema probandum  , debiendo 

ser eficaz la prueba aportada para poder otorgar certeza de la realidad de los hechos 

contrapuestos, recalcando así que en el tema de prueba de hechos refiere exclusivamente a 

los controvertidos. Significativo es entonces de destacar en este punto, que no todos los 

hechos deben ser objeto de prueba. Así pues, dentro de los hechos que se encuentran exentos 

de ésta, están aquellos señalados en el numeral 1 del artículo 163 del Código Orgánico 

General de Procesos, que refieren a los hechos afirmados por una de las partes y admitidos 

por la parte contraria. Por ende, el thema probandum  , en la especie, ha radicado en 

demostrar que las retenciones que le fueron efectuadas a la actora en junio, agosto, 

septiembre, octubre y diciembre del ejercicio fiscal 2018, son indebidas en virtud de los 

efectos del artículo 7 del Convenio para evitar la doble imposición y prevenir la evasión 

fiscal en materia de impuestos sobre la renta y el patrimonio entre el gobierno del Reino de 

España y la República del Ecuador. Con estos antecedentes, es de precisar que no forman 

parte del controvertido que la accionante tiene residencia fiscal en España; que presta 

servicios y genera rentas en Ecuador; que tiene un establecimiento permanente en Ecuador, 

el cual tiene participación en el consorcio GMQ; que los ingresos percibidos constituyen 
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beneficios empresariales; ni el monto al que asciende las retenciones solicitadas o su pago. 

Es así como, considerando lo manifestado anteriormente, la excepción al criterio de 

residencia en la aplicación del Convenio para evitar la doble imposición en cuestión, radica 

en la existencia de un establecimiento permanente en el Estado fuente, pues su artículo 7 

reconoce la potestad tributaria del Estado de la fuente, es decir, el Estado contratante en 

donde se encuentra ubicado el establecimiento permanente, pero limita dicha potestad sólo 

en la medida en que los beneficios le sean imputables, lo cual se logra bajo el sistema de 

contabilidad separada, puntualmente al amparo del criterio  vinculación  -que es el 

que observa el instrumento- imputándole aquellos ingresos que obtenga exclusivamente por 

el ejercicio de su actividad, así como los producidos por los capitales que se encuentren 

efectivamente vinculados al mismo. Y es justamente este particular el que ha debido ser 

materia de demostración por parte de la actora, a quien corresponde probar que la retención 

que le fue realizada fue indebida: que los ingresos percibidos le fueron atribuidos 

exclusivamente, enervando así la atribución, de cualquier forma y por cualquier vía, a su 

establecimiento permanente en Ecuador. Y en este escenario, resulta necesario considerar 

que el contrato de constitución del Consorcio GMQ, a fojas 35, actuado por la accionante en 

la audiencia de juicio, no permite corroborar tal particular, pues se limita a evidenciar su 

conformación; particular respecto del cual no existe cuestionamiento alguno, resaltándose el 

hecho de que su sucursal, es decir, su establecimiento permanente en Ecuador, constituido 

exclusivamente para este fin, como indica el acto de proposición, tiene derechos y 

obligaciones sobre el  QUINTA: PARTICIPACIÓN.- Los 

comparecientes tendrán la siguiente participación en el consorcio: CUADRO DE 

  PROINTEC 40%... CLAUSULA DECIMASEGUNDA: APORTES DE LOS 

MIEMBROS DEL CONSORCIO.- Las empresas asociadas proporcionarán los elementos 

humanos, medios auxiliare, equipos informáticos y demás elementos necesarios para la 

ejecución del contrato objeto de consorcio y de acuerdo con sus compromisos y obligaciones 

definidas en la cláusula Décima Primera. En relación a los aportes monetarios hasta la 

presente fecha las empresas partícipes del consorcio estiman que el detalle valorado de los 

 PROINTEC: Cuatro mil dólares de los Estados Unidos 

de  América  (USD$    CLAUSULA VIGESIMASEGUNDA:  INDEPENDENCIA  DE 

LAS PARTES; RELACIÓN JURÍDICA.- a) La relación jurídica de las Partes está regida por 

los términos del presente Consorcio y es la contratistas independientes. En consecuencia, 
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cada una de las Partes ejecutará el Consorcio con sus propios medios, bajo su propia 

responsabilidad administrativa, asumiendo todos los riesgos, costos y gastos que requiera la 

ejecución del mismo acuerdo con sus  ; estipulaciones contractuales que 

evidencian la relación jurídica existente entre el establecimiento permanente de PROINTEC 

en Ecuador, con su consorciada, motivo que contamina una posible asignación exclusiva de 

beneficios, en tanto se encuentra obligada, por sí misma, a satisfacer obligaciones con ésta y 

con el Municipio del Distrito Metropolitano de Quito. Si bien es cierto, a fojas 140 reposa el 

contrato de prestación de servicios del consorcio con la actora, suscrito el 26 de julio de 

2018, éste más bien confunde las responsabilidades de su sucursal ecuatoriana que, en 

definitiva, le son propias, cuando dice:  EXPONEN 1. Que está previsto que el Consorcio 

GMQ suscriba en fecha 17 de julio de 2013 el Contrato [Gerencia del Proyecto Metro de 

Quito CCPC  

 .) Dicho Consorcio GMQ está 

 OBJETO DEL 

CONTRATO a) El objeto del presente contrato es la prestación de servicios por parte del 

Prestador de Servicios de los servicios que se detallan en el Anexo1 de conformidad con lo 

 

El Prestador de Servicios se obliga a utilizar todos los medios necesarios para la ejecución 

 Es decir, este medio 

probatorio no permite conocer asignación de beneficios, pues denota la mera ejecución de 

las responsabilidades de la sucursal, en la gerencia del Proyecto Metro de Quito, lo cual, sin 

prueba contraria, se llega a percibir también de las actas entrega recepción de servicios, a 

partir de la foja 160. La certificación de la información financiera y fiscal, a fojas 198, 

tampoco otorga claridad ni certeza al respecto, pues refieren a rubros, montos y conceptos 

globales y generalizados de la actora, pero no permiten vincular con el ingreso reportado 

por su actividad propia ni identificar o individualizar de aquellas generadas por su sucursal, 

como tampoco se consigue a través de los estados financieros o declaraciones tributarias del 

Consorcio GMQ, a partir de la foja 216, justamente tratándose de sujetos tributarios ajenos, 

ni del detalle de personal, a fojas 195. Debe de recalcarse que el pago o el cumplimiento de 

formalidades, no forma parte del controvertido, lo que refleja la inconducencia de facturas, 

liquidaciones de compra y comprobantes Swift. En definitiva, no se ha demostrado que el 

beneficio por las actividades de la actora en la ejecución del contrato suscrito con el 
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Consorcio GMQ, le haya correspondido en su totalidad, considerando que no llega a existir 

certeza respecto de la participación de su establecimiento permanente en el desarrollo de 

estas, al englobar y entremezclar obligaciones que le corresponden en su calidad de 

consorciada y de cuya realidad contable nada se sabe, como tampoco se conoce respecto del 

aprovechamiento a través del gasto deducido a efectos de establecer su beneficio reportado a 

través de la operación del consorcio. En consecuencia, existiendo un establecimiento 

permanente en el Ecuador que limita la aplicación del  principio de residencia  previsto en 

el Convenio para evitar la doble imposición y prevenir la evasión fiscal en materia de 

impuestos sobre la renta y el patrimonio entre el gobierno del Reino de España y la 

República del Ecuador, sin que se haya demostrado distribución de beneficios como 

condiciona su artículo 7, siendo carga de la prueba de la actora en su alegación de la 

existencia de un pago indebido, no se ha comprobado  . (el subrayado es de esta Sala de 

casación). 

6.4. Consta como hecho probado que la compañía accionante tiene residencia fiscal en el país 

de España; que presta servicios y genera rentas en Ecuador en virtud del contrato de 

prestación de servicios suscrito entre el Consorcio GMQ, con la actora, suscrito el 26 de julio 

de 2018; que tiene un establecimiento permanente en Ecuador, el cual tiene participación en 

el consorcio GMQ; que los ingresos percibidos constituyen beneficios empresariales. 

6.5. El Tribunal de instancia en el considerando 7.2.1.1.1, a fojas 465 al referirse al art. 7 

numeral 1 del Convenio para evitar la doble imposición y prevenir la evasión en materia de 

Impuesto a la Renta y el Patrimonio, suscrito entre la República del Ecuador y el Reino de 

España establece que:  Este segundo criterio ha sido causa de muchas discusiones entre los 

países de la OCDE ya que establece que cuando una empresa ejerce una actividad industrial 

o comercial por medio de un establecimiento permanente situado en el otro Estado, este 

Estado puede gravar los beneficios de la empresa, y aquí viene lo interesante: sólo en la 

medida en que sean imputables al establecimiento permanente; por lo que el derecho de 

imposición del Estado en el cual reside dicho EP, no se extiende a los beneficios que la 

empresa de un Estado Contratante solamente pueden someterse a imposición en este Estado, 

a no ser que la empresa desarrolle actividades en el otro Estado Contratante por medio de 

un establecimiento permanente situado en el. Si la empresa realiza su actividad de dicha 
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manera, los beneficios de la empresa podrán someterse a imposición en el otro Estado pero 

solo en la cuantía en que sean atribuibles a este establecimiento permanente.  Así pues, el 

 para atribuir los 

beneficios al establecimiento permanente y consiste en imputarle aquellos ingresos que 

obtenga exclusivamente por el ejercicio de su actividad, así como los producidos por los 

capitales que se encuentren efectivamente vinculados al mismo. Vale decir, los 

contribuyentes que obtengan rentas mediante establecimiento permanente en Ecuador, 

tributarán por la totalidad de la renta imputable al establecimiento, cualquiera sea el lugar 

de su obtención. 

6.6. En virtud de lo expuesto hay que establecer que además también consta como hecho 

probado que la compañía actora no ha demostrado que la retención realizada por el Consorcio 

fue indebida, y que los ingresos percibidos le fueron atribuidos exclusivamente, quitando así 

la atribución, de cualquier forma y por cualquier vía, a su establecimiento permanente en 

Ecuador. 

6.7. Por lo señalado no se configura la errónea interpretación alegada ya que la compañía 

actora no ha demostrado que los ingresos objeto de las retenciones reclamadas, le hayan sido 

atribuidas exclusivamente a ella, excluyendo de esta forma la intervención del 

establecimiento permanente (hecho probado) en el Ecuador. 

6.8. En lo referente a la imposición en el Estado contratante en la cuantía que sean atribuibles 

al establecimiento permanente, hay que establecer que el Tribunal de instancia determina que 

de los medios probatorios actuados  no permite conocer asignación de beneficios, pues 

denota la mera ejecución de las responsabilidades de la sucursal, en la gerencia del 

Proyecto Metro de Quito, lo cual, sin prueba contraria, se llega a percibir también de las 

actas entrega recepción de servicios, a partir de la foja 160. La certificación de la 

información financiera y fiscal, a fojas 198, tampoco otorga claridad ni certeza al respecto, 

pues refieren a rubros, montos y conceptos globales y generalizados de la actora, pero no 

permiten vincular con el ingreso reportado por su actividad propia ni identificar o 

individualizar de aquellas generadas por su sucursal, como tampoco se consigue a través de 

los estados financieros o declaraciones tributarias del Consorcio GMQ, a partir de la foja 

216, justamente tratándose de sujetos tributarios ajenos, ni del detalle de personal, a fojas 

195. Debe de recalcarse que el pago o el cumplimiento de formalidades, no forma parte del 
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controvertido, lo que refleja la inconducencia de facturas, liquidaciones de compra y 

comprobantes Swift. En definitiva, no se ha demostrado que el beneficio por las actividades 

de la actora en la ejecución del contrato suscrito con el Consorcio GMQ, le haya 

correspondido en su totalidad, considerando que no llega a existir certeza respecto de la 

participación de su establecimiento permanente en el desarrollo de estas, al englobar y 

entremezclar obligaciones que le corresponden en su calidad de consorciada y de cuya 

realidad contable nada se sabe, como tampoco se conoce respecto del aprovechamiento a 

través del gasto deducido a efectos de establecer su beneficio reportado a través de la 

 

6.9 Consta como hecho probado que la accionante no ha demostrado el pago indebido, que el 

establecimiento permanente tiene participación en el consorcio GMQ y que los ingresos 

percibidos constituyen beneficios empresariales. Por tanto se evidencia que el tribunal A quo, 

bajo esos hechos probados aplicó la norma reprochada en el alcance que esta tiene, por falta 

de prueba que demuestre la no intervención del Establecimiento Permanente y que todos los 

ingresos se atribuyeron a la empresa en España.- El cuestionamiento de la recurrente va 

dirigido a una nueva valoración probatoria, situación que no cabe bajo el caso 5, por lo que se 

rechaza el vicio alegado. 

6.10. En lo referente a los vicios de falta de aplicación de los arts. 7 numeral 3 del Convenio 

para evitar la doble imposición y prevenir la evasión en materia de Impuesto a la Renta y el 

Patrimonio, suscrito entre la República del Ecuador y el Reino de España; y 162 del COGEP; 

al amparo del caso 5 del art. 268 del COGEP; hay que señalar que se ha establecido por parte 

de esta Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia que 

para la fundamentación del cargo de falta de aplicación se requiere que en la argumentación 

se determine lo siguiente: i) Determinar cuál es la norma a aplicarse a los hechos materia de 

la litis y que el juzgador dejó de aplicarla; ii) Argumentar sobre las razones por las cuales se 

debía aplicar la norma propuesta; iii) Determinar que norma fue aplicada en lugar de aquella 

que da solución al problema jurídico materia de la decisión judicial; y, iv) Demostrar la 

incidencia o trascendencia del vicio en la decisión tomada por el juzgador. 

En la especie el casacionista no determina que norma fue aplicada en lugar de aquella que da 

solución al problema jurídico; consecuentemente existe falta de técnica casacional al 
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argumentar la falta de aplicación de una norma. 
 

Sin embargo, esta Sala deja sentado que al señalar la falta de aplicación del numeral 3 del art. 

7 se contrapone con la errónea interpretación del numeral 1 del mismo artículo, -alegados 

ambos por el recurrente-, pues bajo este último se cuestiona que el establecimiento 

permanente haya desarrollado actividades en Ecuador y bajo el numeral 3 se reprocha no 

haberse considerado los gastos del establecimiento permanente, lo cual sostiene dos tesis 

totalmente distintas, o bien el establecimiento permanente desarrolló actividades en Ecuador 

o no desarrolló dichas actividades, pero no puede sostenerse simultáneamente las dos 

afirmaciones. 

6.11. En lo que respecta al vicio de aplicación indebida del art. 122 del Código Tributario, al 

amparo del caso 5 del art. 268 del COGEP, igualmente hay que señalar que se ha establecido 

que para la fundamentación de dicho cargo se requiere que en la argumentación se determine 

lo siguiente: i) Determinar las razones por las cuales no debió aplicarse las normas 

consideradas como infringidas en la solución de los hechos que se juzga; ii) Determinar cuál 

es la norma que correspondía ser aplicada; y, iii) Demostrar la incidencia o trascendencia del 

vicio en la decisión tomada por el juzgador. 

En la especie la argumentación presentada por el casacionista carece de técnica casacional ya 

que no establece la trascendencia del vicio en la decisión tomada; lo cual no puede ser 

subsanado por esta Sala de Casación, en tal virtud no se analiza dicho vicio. 

6.12. Es pertinente señalar que esta Sala respetuosa de la soberanía de los juzgadores en la 

valoración probatoria y de la técnica casacional para el análisis, tratándose del yerro alegado 

bajo el caso 5 del art. 268 del COGEP, no puede volver a valorar la prueba practicada y por 

tanto, verifica que bajo los hechos probados en instancia, que no pueden ser alterados, no se 

configura los vicios alegados. 

6.13. En virtud del análisis que antecede no se configura los vicios de errónea interpretación 

del art. 7 numeral 1 del Convenio para evitar la doble imposición y prevenir la evasión en 

materia de Impuesto a la Renta y el Patrimonio, suscrito entre la República del Ecuador y el 

Reino de España; falta de aplicación de los arts. 7 numeral 3 del Convenio para evitar la 

doble imposición y prevenir la evasión en materia de Impuesto a la Renta y el Patrimonio, 
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suscrito entre la República del Ecuador y el Reino de España; y 162 del COGEP; y aplicación 

indebida del art. 122 del Código Tributario, al amparo del caso 5 del art. 268 del COGEP. 

6.14 La conclusión a la que llega esta Sala una vez considerados los yerros alegados y confrontados 

con el fallo recurrido, no significa que esta Sala se encuentre de acuerdo con el razonamiento 

contenido en el fallo recurrido, pues bajo el caso 5 del art. 268 del COGEP, lo único que corresponde 

dentro de un recurso de casación, es verificar si bajo los hechos probados en instancia se ha aplicado 

correctamente el derecho. 

7. Decisión
 

7.1. Este Tribunal de la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de 

Justicia, Administrando justicia, en nombre del pueblo soberano del Ecuador, y por autoridad de la 

Constitución y las leyes de la República, resuelve:

7.2. No casar la sentencia de mayoría de 25 de octubre del 2021, a las 11h21, expedida por el 

Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario con sede en el Distrito Metropolitano de Quito, 

provincia de Pichincha; dentro del juicio No.17510-2020-00263. 

7.3. No existe caución rendida al interponer el recurso de casación. 

 
7.4. Actué la doctora Ligia Marisol Mediavilla como Secretaria Encargada de la Sala Especializada de 

lo Contencioso Tributario, en virtud de la acción de personal No. Nro. 838-UATH-2022-OQ, de fecha 

28 de julio del 2022. 

7.5. Sin costas. 

 
7.6 Notifíquese, publíquese y devuélvase al Tribunal de origen 

 
Resolución de fácil comprensión 

 
El análisis en casación se establece que no se configura los vicios alegados al amparo del 
caso 5 del art. 268 del COGEP, consecuentemente se ratifica lo resuelto en la sentencia de 
mayoría de instancia. 
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219908393-DFE 

Juicio No. 17510-2020-00263 

CORTE NACIONAL DE JUSTICIA. - SALA ESPECIALIZADA DE LO CONTENCIOSO 

TRIBUTARIO DE LA CORTE NACIONAL DE JUSTICIA. Quito, jueves 14 de diciembre del 

2023, las 16h33. VISTOS.- Encontrándose pendiente de atender el recurso horizontal presentado por 

el procurador judicial la empresa accionante y parte recurrente dentro del recurso de casación 

presentado en este proceso y, habiendo dado contestación a dicho petitorio, la Administración 

Tributaria el 13 de diciembre de 2023, cuyo escrito se ordena sea agregado al proceso, se tiene: a) La 

parte accionante solicita que se aclare el fallo en los siguientes términos:  En la referida sentencia se 

menciona lo siguiente:   La conclusión a la que llega esta Sala una vez considerados los yerros 

alegados y confrontados con el fallo recurrido, no significa que esta Sala se encuentre de acuerdo 

con el razonamiento contenido en el fallo recurrido, pues bajo el caso 5 del art. 268 del COGEP, lo 

único que corresponde dentro de un recurso de casación, es verificar si bajo los hechos probados en 

 . Considerando que el análisis de la Sala se 

realiza únicamente en base a las causales de casación que fueron presentadas y admitidas, las cuales 

han sido explicada sobre su no pertinencia en el presente caso, la frase constante en la referida 

sentencia y que ha sido subrayada en el párrafo anterior, causa confusión y oscuridad. (Lo que 

consta en negrillas y subrayado me corresponde)  b) El recurso de aclaración ha sido presentado de 

manera oportuna. c) Respecto a la aclaración solicitada, el Art. 253 del COGEP, señala:  Aclaración y 

ampliación. - La aclaración tendrá lugar en caso de sentencia oscura...  . d) Esta Sala advierte que el 

fallo expedido es claro y expreso, explica las razones por las cuales esta Sala llegó a una decisión, por 

lo que no se observa oscuridad, sino todo lo contrario y así lo denota su lectura, así como el escrito 

presentado por la Administración Tributaria al contestar al pedido de aclaración presentado. Se 

recuerda que la parte recurrente presentó el recurso de casación al amparo del caso 5 del art. 268 del 

COGEP, el cual fue atendido por esta Sala de conformidad con la técnica casacional, esto es, se 

verificaron los hechos probados y, una vez precisados, se analizó si sobre estos hechos probados 

habían ocurrido o no los vicios alegados. e) El párrafo que el peticionario solicita sea aclarado, no es 

en sí mismo parte del análisis de los vicios y yerros alegados, sino que es un agregado que hace esta 

Sala para explicar a las partes que los resultados del análisis de casación, no necesariamente significan 

que la Sala Especializada se encuentre de acuerdo con el análisis contenido en el fallo recurrido. f) Por 

las consideraciones realizadas, al no configurarse los presupuestos para que pueda prosperar una 

aclaración, no procede atender favorablemente el recurso horizontal, por lo que se lo niega. - 

Notifíquese.- 
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219215063-DFE 

Juicio No. 09501-2020-00236 

 
JUEZ PONENTE: MORALES ORDÓÑEZ GILDA ROSANA, JUEZA NACIONAL 

(PONENTE) 

AUTOR/A: MORALES ORDÓÑEZ GILDA ROSANA 
 

CORTE NACIONAL DE JUSTICIA. - SALA ESPECIALIZADA DE LO CONTENCIOSO 

TRIBUTARIO DE LA CORTE NACIONAL DE JUSTICIA. Quito, miércoles 6 de diciembre del 

2023, las 12h15. VISTOS: El Tribunal de la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la 

Corte Nacional de Justicia, conformado por los jueces nacionales: doctora Rosana Morales Ordóñez 

(ponente), doctor Gustavo Durango Vela (E) y doctor José Suing Nagua, dictan la siguiente sentencia 

dentro de la causa No. 09501-2020-00236.

1. Antecedentes procesales 
 

1.1. En el caso puesto en nuestro conocimiento, el Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario con 

sede en el cantón Guayaquil, provincia del Guayas, en la audiencia preliminar, fijo el siguiente objeto 

de la controversia:  (i)  Establecer si el servicio de rentas internas en la resolución impugnada, 

procedió debidamente al modificar los resultados de la Liquidación de Pago por Diferencias en la 

Declaración No.  ; (ii) Establecer si el actor ha logrado desvirtuar las glosas 

establecidas en dicha Liquidación de  ; y,  Establecer si el acto administrativo impugnado 

adolece de motivación acorde a las alegaciones que constan en la demanda y las consecuencias 

 

 
1.2. En la sentencia recurrida se declara con lugar la demanda y consecuentemente la nulidad del acto 

impugnado esto es la Resolución No. 109012020RREC110621 de fecha 5 de marzo de 2020, emitida 

por la Directora Zonal 8 del Servicio de Rentas Internas y su antecedente la liquidación de pago por 

diferencias No. 09201906501136827 correspondiente al Impuesto a la Renta del ejercicio fiscal 2017 

de la compañía YAGLODVIAL S.A., quedando facultada la administración tributaria para 

determinar dicho ejercicio, dentro del plazo de ley, considerando y aplicando las normas contables y 

tributarias vigente para el ejercicio 2017, conforme ha quedado expuesto en el presente fallo. 

1.3 El SRI, interpone recurso de casación contra la sentencia de 28 de mayo de 2021, a las 08h36, 

expedida por el Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario con sede en el cantón Guayaquil, 

provincia del Guayas; dentro del juicio No. 09501-2020-00236, argumentando el caso 2 del art. 268 
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La compañía YAGLODVIAL S.A., presentó demanda en contra de la Resolución No. 

109012020RREC110621 de fecha 5 de marzo de 2020, emitida por la Directora Zonal 8 del Servicio 

de Rentas Internas, en la cual acepta parcialmente el reclamo administrativo y dispone modificar la 

Liquidación de pago por diferencias No. 09201906501136827 correspondiente al Impuesto a la Renta 

del ejercicio fiscal 2017. 

1.4. Mediante auto de 8 de noviembre de 2022, a las 08h45, dictado por el doctor Fernando Antonio 

Cohn Zurita, Conjuez Nacional de la Corte Nacional de Justicia, se admitió el recurso de casación 

interpuesto por el SRI, por el caso segundo del art. 268 del Código Orgánico General de Procesos 

  , por incumplir con el requisito de motivación; infringiendo los arts. 76.7.l) de la 

Constitución de la República del Ecuador, 89 del COGEP, y 130.4 del Código Orgánico de la Función 

Judicial. 

2. Competencia 
 

Este Tribunal Especializado es competente para conocer y resolver el presente recurso de casación, en 

virtud de la Resolución No. 003-2021 de 26 de enero de 2021, mediante la que, el Pleno del Consejo 

de la Judicatura dispuso dar cumplimiento al mandamiento de ejecución expedido por el Tribunal de 

lo Contencioso Administrativo en la causa No. 17811-2014-0463, ratificado la continuación en el 

ejercicio de funciones de los doctores José Suing Nagua y Gustavo Durango Vela, Juez y Conjuez 

Nacionales, respectivamente; con Resolución No. 008-2021, de 28 de enero de 2021 el Pleno del 

Consejo de la Judicatura designó a la doctora Gilda Rosana Morales Ordóñez, Jueza Nacional; el 

Pleno de la Corte Nacional de Justicia, mediante Resolución No. 2 de 5 de febrero de 2021, e integró 

la Sala de lo Contencioso Tributario con los doctores Rosana Morales Ordóñez y José Suing Nagua; 

mediante Oficio No. 92-P-CNJ-2021, de 12 de febrero del 2021, el Presidente de la Corte Nacional de 

Justicia, llama a integrar la Sala al doctor Gustavo Durango Vela, en reemplazo de la doctora Ana 

María Crespo. 

2.1. Acta de sorteo y normas que determinan la competencia.- Sorteo de la causa número 09501- 

2020-00236, efectuado por la Presidencia de la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la 

Corte Nacional de Justicia, el 22 de junio del 2023, mediante el que se radicó la competencia en este 

Tribunal de Casación. 

Esta Sala es competente para conocer este proceso, en atención a lo previsto en los artículos 184 

numeral 1 de la Constitución de la República Ecuador, 185 -segunda parte, número 1- del Código 

Orgánico de la Función Judicial, y artículo 269 del Código Orgánico General de Procesos (COGEP). 
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3. Validez procesal 
 

En la tramitación del presente recurso extraordinario de casación, se han observado las solemnidades 

inherentes a esta clase de recursos, por lo que no existe nulidad alguna que declarar, como lo han 

corroborado las partes procesales en la audiencia llevada a cabo el día 5 de diciembre del 2023, a las 

11:00. 

4. Fundamentación del recurso de casación 
 

4.1. El casacionista en la fundamentación del recurso argumenta que la sentencia de instancia incurre 

en el caso 2 del art. 268 del COGEP. Que la sentencia no cumple con el requisito de motivación, lo 

cual se evidencia en el considerando 7.1.5 de la sentencia. Que conforme lo dispone la Carta Magna, 

todo acto o resolución de los poderes públicos debe encontrarse debidamente motivado. Que esta 

debida motivación se refiere a la enunciación de normas de derecho en que se funda su decisión o 

resolución explicando la pertinencia de la aplicación de dichas normas a los hechos; no se puede 

aseverar que una sentencia se encuentra debidamente motivada cuando apenas expresa los 

antecedentes de hecho, sin cotejar los hechos con las normas jurídicas para sustentar la pertinencia de 

los hechos y el derecho. Que la Corte Constitucional ya se ha pronunciado estableciendo la obligación 

que tienen los juzgadores para argumentar el contenido de sus pronunciamientos, como se aprecia en 

la Sentencia No. 009-10- SEP-C, caso 0595-09-EP, Registro Oficial Suplemento No. 117 del día 30 

de abril de 2010. Que de la revisión de la sentencia. Que en la sentencia no existe una pertinencia de 

los hechos con el derecho ni siquiera se especifica la normativa jurídica aplicable para dejar sin efecto 

las resoluciones de la Administración Tributaria, citando únicamente el art. 68 del Código Tributario, 

pasando a mencionar que en dicha determinación "debió observar las normas y procedimientos 

aplicables a la actividad de la construcción, por tratarse este régimen en defecto ya que no existe un 

régimen especial para las constructoras, y que se debe considerar cuando no hay contabilidad o no 

. Que el 

Tribunal juzgador hace mención a la norma jurídica sin siquiera traer a colación cómo los hechos se 

encuadran en dicha norma jurídica, además refiere que la Administración Tributaria debió observar 

normas y procedimientos aplicables, sin siquiera referirse a cuáles son dichas normas y 

procedimientos, sin hacer el cotejamiento de los hechos con el derecho al dirimir la presente 

controversia, siendo inexplicable conocer en que normas del ordenamiento jurídico se hace referencia 

que habría existido un incumplimiento por parte de la Administración Tributaria. Que el Tribunal no 

hace ningún tipo de análisis, para concluir que se ha incurrido en la nulidad dispuesta en el art. 139 del 

Código Tributario, que no se realiza ningún análisis en cuanto a los hechos probados en relación a la 

normativa jurídica, es decir, no hay un cotejamiento de los hechos con el derecho que sustente la 
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decisión a la que arriba el juzgador, tal circunstancia le merece la calificación de inmotivada. Que el 

Tribunal únicamente hace referencia a los arts. 68 y 139 del Código Tributario que establecen sobre 

la facultad determinados, y la nulidad del acto administrativo, sin siquiera citar las normas de derecho 

que le eran aplicables al mencionar simplemente que no se cumplió con el correcto procedimiento por 

la Administración Tributaria así como la realización de un análisis o cotejamiento de los hechos 

probados con el derecho. Que el Tribunal menciona que existen hechos probados por la parte actora a 

razón de la prueba pericial pero no subsume los hechos a las normas de derecho, ni siquiera hace un 

estudio de cuáles eran las normas y el procedimiento que a su criterio fueron inobservadas. Que el 

Tribunal no explica cómo se produjo el vicio de que produce la nulidad de la Resolución 

109012020RREC110621 de fecha 5 de marzo de 2020. Que los jueces no cumplen con el deber 

constitucional exigido, no respaldan su decisión en análisis alguno que provea certeza sobre las 

razones que conllevaron a la resolución del Tribunal. Que el Tribunal no cumplió con el requisito 

constitucional y legal de la motivación. Que por lo expuesto solicita que se conceda el recurso 

interpuesto. 

4.2. La parte actora, la compañía YAGLODVIAL S.A., en su contestación al recurso de casación 

señala que el recurrente limita su impugnación a una cuestión muy específica con relación a un cargo 

por   , no corresponde entonces sino analizar el tema puntual que reclama y al cual se 

contrae entonces el examen de la sentencia impugnada. Que se objeta que el Tribunal de instancia no 

señaló qué normas o procedimientos son los que los jueces consideraron que no fueron aplicados por 

la administración tributaria en el acto impugnado, o cómo llegó a tal conclusión, para luego resolver la 

nulidad del referido acto. Que la sentencia se encuentra correctamente motivada, pues en la misma, 

además de señalar cuál fue la prueba aportada por la demandada, se destaca la precisión acerca de la 

relación de los hechos probados que ha considerado el Tribunal y hace referencia específica en el 6.1, 

a las pruebas pertinentes que fueron anunciadas y producidas por el accionante; y, luego, ya en la 

parte concreta de la motivación a partir del punto 7.1.4, los jueces de dicho Tribunal han podido 

establecer -Que la actividad económica de la contribuyente para el período fiscal 2017 fue el de 

construcción de obras civiles, cuestión que se corrobora con los comprobantes de venta pertinentes.  

Que se ha podido establecer, que el tratamiento contable que debe aplicarse a dicho sujeto pasivo, es 

el contemplado en las normas tributarias y contables, para la actividad de la construcción. Que la 

sentencia hace mención al informe pericial de la perito Glenda Méndez Duque y establece la 

conclusión pertinente. Que en virtud de lo mencionado el Tribunal ha podido establecer, que llegó allí 

sí, a la conclusión, de que si bien la administración tributaria tiene una facultad determinadora, esta 

debió considerar las normas contables aplicables a la actividad de la construcción. Que al efecto, entre 

lo que el Tribunal estableció, está la referencia a lo que constató de entre la prueba practicada 
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específicamente sobre la única pericia aportada en el juicio, señalando además la norma contable 11 

NIC, Resolución No. NACDGERGC16-00000138, que establece las normas para determinar ingresos 

gravables, costos y gastos deducibles imputables a contratos de Construcción, Ley de Régimen 

Tributario Interno arts. 2, 10, 20, 26, Reglamento para la Aplicación de la Ley de Régimen Tributario 

Interno, art. 39; para lo cual además considera que en dicha facultad determinadora debe observarse 

que conforme al art. 68 del Código Tributario, corresponde establecer la cuantía del tributo y la base 

imponible, a lo cual suma que tenía que considerarse si el contribuyente se apegó a las normas 

contables aplicables al sector de la construcción. Que en consecuencia, la sentencia sí se encuentra 

motivada y no se encuentra viciada por el supuesto defecto que le imputa la recurrente. Por lo 

expuesto solicita que se confirme la sentencia. 

5. Problema jurídico 

 
5.1. Determinar si la sentencia objeto del recurso de casación, incurre en el caso 2 del art. 268 del 

COGEP, por falta de motivación de la sentencia, violentado los arts. 76.7.l) de la Constitución de la 

República del Ecuador, 89 del COGEP, y 130.4 del Código Orgánico de la Función Judicial. 

6. Análisis del Tribunal de casación 
 

6.1. El recurso de casación interpuesto se fundamenta en el caso 2 del art. 268 del Código Orgánico 

General de Procesos que establece: 

siguientes casos: 2. Cuando la sentencia o auto no contenga los requisitos exigidos por la ley o en su 

parte dispositiva se adopten decisiones contradictorias o incompatibles así como, cuando no cumplan 

. 

6.1.1. El caso 2 del art. 268 del COGEP, se configura de tres formas: Por defectos en la estructura del 

fallo que se dan por la falta de requisitos exigidos por la ley para la sentencia o auto; por 

incongruencia en la parte dispositiva del fallo, en cuanto se adoptan resoluciones contradictorias o 

incompatibles; y cuando no cumplan con el requisito de motivación. En el caso se alega el 

incumplimiento del requisito de motivación. 

6.2. El recurrente manifiesta que se ha violentado la siguiente norma: 

CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA DEL ECUADOR  

 Art. 76.- En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier 

orden, se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías 

básicas: 
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7. El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías: 

 
l) Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas. No habrá motivación sin 

en la resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos en que se funda y no se 

explica la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho. Los actos 

administrativos, resoluciones o fallos que no se encuentren debidamente motivados se 

 

CÓDIGO ORGANICO GENERAL DE PROCESOS. 

 
 Art. 89.- Motivación. Toda sentencia y auto serán motivados, bajo pena de nulidad. No 

habrá tal motivación si en la resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos en 

que se funda y no se explica la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho. Las 

sentencias se motivarán expresando los razonamientos fácticos y jurídicos, que conducen a la 

apreciación y valoración de las pruebas como a la interpretación y aplicación del derecho. 

La nulidad por falta de motivación única y exclusivamente podrá ser alegada como 

f  

CÓDIGO ORGANICO DE LA FUNCIÓN JUDICIAL. 

 
 Art. 130.- Facultades jurisdiccionales de las juezas y jueces.- Es facultad esencial de las 

juezas y jueces ejercer las atribuciones jurisdiccionales de acuerdo con la Constitución, los 

instrumentos internacionales de derechos humanos y las leyes; por lo tanto deben: 

4. Motivar debidamente sus resoluciones. No habrá motivación si en la resolución no se 

enuncian las normas o principios jurídicos en que se funda y no se explica la pertinencia de 

su aplicación a los antecedentes de hecho. Las resoluciones o fallos que no se encuentren 

6.3.  el conjunto de 

razonamientos de hecho y de derecho en los cuales el juez apoya su decisión y que constituye una 

 (Fernando De la Rúa, El 

Recurso de Casación, Víctor P. de Zavala, Editor, Buenos Aires, 1968, página 363). 

6.3.1. Para El Derecho Procesal Constitucional, El Debido 

 , Rubinzal - Culzoni Editores, Buenos Aires-Argentina, 2004, p. 428; la motivación, que no 

es otra cosa que   la progresividad del derecho de las partes y la obligación constitucional de los 

jueces de motivar los fallos, plantea la naturaleza que tiene este deber fundamental. No se trata de 

contabilizar una simple fundamentación que puede resultar suficiente con la aplicación mecánica de 
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la ley, sino de analizar si dicha exigencia radica en una necesidad política propia de la justificación 

de los actos de un poder del Estado, o significa establecer una garantía constitucional que forma 

parte de un conjunto de mayor contenido en el principio del debido . 

6.3.2. La Corte Constitucional, considera que, basta que exista una descripción de los hechos, una 

norma, y una justificación lógica de la relación entre los hechos y la norma para que la conclusión sea 

motivada: La motivación constituye un elemento básico en toda decisión judicial, cuya 

importancia radica en el hecho de dar a conocer a las personas los motivos por los cuales se expidió 

una decisión determinada. La motivación no puede limitarse a citar normas y resumir los 

antecedentes del caso, sino que exige justificar por medio de un análisis lógico y coherente la 

resolución a la que arribó, mediante la explicación de la pertinencia de la aplicación de las normas a 

los  (párrafo 46 de la sentencia No. 274-13-EP/19 emitida el 18 de octubre de 2019, Registro 

Oficial, Edición Constitucional No. 22, del martes 19 de noviembre de 2019; cuyo sentido ha sido 

reiterado en el párrafo 32 del fallo 1357-13-EP/20, Registro Oficial, Edición Constitucional No. 34, 

del martes 28 de enero de 2020). 

 
6.3.3. En el considerando SÉPTIMO de Motivación el Tribunal de instancia detalla artículos 

constitucionales que deben aplicarse a las controversias jurídicas; y detalla nuevamente el objeto de la 

controversia que se estableció en la audiencia preliminar. 

6.3.4. En el considerando 7.1, y sus numerales, el Tribunal de instancia analiza el primer punto de la 

controversia de   Establecer si el servicio de rentas internas en la resolución impugnada, 

procedió debidamente al modificar los resultados de la Liquidación de Pago por Diferencias en la 

 ; determinando que se impugna la Resolución No. 

109012020RREC110621 de fecha 5 de marzo de 2020, emitida por la Directora Zonal 8 del SRI, que 

modifica parcialmente la Liquidación de diferencias No. 09201906501136827, correspondiente al 

Impuesto a la Renta del ejercicio fiscal 2017 de la compañía YAGLODVIAL S.A. 

Se determina que en la Liquidación por Diferencias, se establecen diferencias en los  7999 

TOTAL DE COSTOS Y GASTOS por USD 601.473,80 y el casillero 6999 POR INGRESOS NO 

. 

6.3.5. Que sobre la glosa por ingresos, el Tribunal de instancia detalla varios considerandos de la 

resolución impugnada, estableciendo que en el en el numeral 24.5.12 se indica que  Con el objeto 

de verificar el registro de los ingresos por Reembolsos de Gastos durante el presente reclamo se 

efectuó la revisión de los comprobantes de venta que sustentan los valores registrados como 

 en la cuenta No. 4010101002  REEMBOLSODE  y a su vez se verificó que 
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dichos comprobantes  ; en el numeral 24.5.13, se 

indica  que  la Administración revisó el mayor de la cuenta de gastos No. 4010101002 

 donde se verificó que el total de USD 775.017,96 corresponde a 

créditos por concepto de reembolsos de gastos que no incrementa los ingresos para el año 2017 y 

que en dicho mayor se encuentran registrados valores facturas por esos mismos conceptos y 

 ; y que en el numeral 24.5.15 se indica que  el total de USD 775.017,96 no ha sido cargado 

como un ingreso en el ejercicio 2017 y más aún este valor acreedor en la cuenta de ingreso No. 

4010101002  DE  no afecta al total de ingresos de dicho año, 

incrementado su importe, por lo que considera justificado dicho valor del casillero 6141 de la 

declaración de impuesto a la renta del ejercicio fiscal 2017 por lo que procede a dar de baja la glosa 

de USD 476.922.88 establecida en la Liquidación de Pago por Diferencias en la Declaración No. 

09201906501136827 dentro del casillero 6999  de la declaración de 

impuesto a la renta de 2017 de la compañí  

6.3.6. En el considerando 7.1.3 el Tribunal de instancia determina que la actora en su demanda dice 

que en el acto determinativo del tributo del impuesto a la renta del año 2017, la Administración 

tributaria ha rectificado la determinación que inicialmente les hiciera, estableciendo que existe una 

diferencia en el impuesto causado en relación con dicho período fiscal. Que ha obviado que, dentro 

de los ingresos de la utilidad contable de la compañía, se encuentran algunos ingresos que realmente 

no influyen ni genera utilidad tributaria para la misma, y que de hecho, constituyen un pasivo para la 

empresa. Que se menciona que, como sucede naturalmente con la gran mayoría de obras o servicios 

de construcción que prestan las compañías, podrían generarse ingresos de anticipos a la misma, sin 

que exista a tal tiempo la culminación o inclusive el avance inicial de la obra. Que los contratos 

celebrados por la compañía actora YAGLODVIAL S.A., con sus clientes, estos generaron pagos de 

anticipos a mediados y finales de año 2017, pero sus avances y principalmente la terminación de las 

obras tuvieron lugar en el período fiscal del 2018 y es en dicho período económico en el cual se 

afectaría la utilidad tributaria de la compañía, y que el efecto tributario es que existe una importante 

cuantía de ingresos (diferidos) según se puede observar de las facturas emitidas por anticipos, 

relacionados con los contratos para construcción de obras celebrados por la compañía, que no se 

ejecutaron o no terminaron de ejecutarse en el año 2017 y que por lo tanto, no son parte del ingreso 

gravado, sino del pasivo de la empresa. 

6.3.7. En el 7.1.4 el Tribunal de instancia determina que del acto impugnado respecto del cual el 

Tribual ejerce control de legalidad y de las pruebas documentales anunciadas por las partes y 

practicadas en la audiencia de juicio, el Tribunal ha podido establecer lo siguiente: 
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i) Que no es hecho controvertido que la compañía YAGLODVIAL, sea una compañía que se dedica a 

la construcción, es así que en el numeral 24.5.11 de la resolución impugnada, que se señala que la 

 ACTIVIDAD DE CONSTRUCCION DE OBRAS  por lo cual la intención económica 

buscada por el sujeto pasivo YAGLODVIAL S.A. que subyace a través de los referidos 

comprobantes ; 

ii) Que el tratamiento contable que debe aplicarse, es el contemplado en las normas tributarias y 

contables, para la actividad de la construcción.

iii) Que la perito Glenda de las Mercedes Méndez Duque, en su informe pericial, después de citar las 

 esto es la Norma Internacional de 

Contabilidad 11 - Contratos de Construcción, Resolución No. NAC DGERGC16-00000138, que 

establece las normas para determinar ingresos gravables, costos y gastos deducibles imputables a 

contratos de Construcción, Ley de Régimen Tributario Interno ARTS, 2, 10, 20, 26, Reglamento para 

la Aplicación de la Ley de Régimen Tributario Interno, Art. 39; Instructivo para la declaración de 

Determina que además de 

revisar la información del año 2017, como es copia de la Resolución No. 109012020RREC110621 de 

fecha 5 de marzo de 2020, Balances de comprobantes de sumas y saldos; mayores contables, Estados 

de situación Financiera e Integral, Contratos, llegó a la conclusión que: 

1. En relación a los ingresos del contribuyente durante el ejercicio 2017, según libros contables, 

verificó que durante el ejercicio 2017 YAGLODVIAL, registro ingresos de la siguiente manera: 

 4010101001 VENTA DE SERVICIOS 9,546.022.14 ; 4010101003 VENTA DE ACTIVOS FIJOS 

25.330.00; 4010302001 INTERESES 93,998,78;  4030201001 INTERESES  FINANCIEROS 

176,86;  4030201001 INGRESOS NO DEVENGADOS  1,252,75, total de ingresos  9,666,780.53. 

4010101002 REEMBOLSOS DE GASTOS .

 
Que en cuanto a los contratos firmados, durante el ejercicio 2017, observó que se firmaron con 

 Tiendas Industriales Asociadas S.A. TIA POR MOVIMIENTO DE TIERRA, CIMENTACIÓN Y 

SISTEMA HIDRÁULICO, por los montos de USD $ 2'300.000, USD$ 1'150.000 y  USD$ 913.320.19, 

en ese orden, fueron ejecutados parcialmente durante el ejercidos económico, razón por la que de 

acuerdo a la normativa contable, los anticipos recibidos fueron facturados y luego contabilizados 

como un pasivo diferido para ser amortizados de acuerdo al porcentaje de avance de obra, como lo 

muestra en los cuadros adjuntos al informe ( foja  

Que indica la perito que por este motivo los anticipos percibidos fueron  reclasificados a pasivos 

 , tomando en cuenta de que no constituyen ingresos a la fecha de ser percibidos, y fueron 
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amortizados de acuerdo a las planillas de avance y enviados a ingresos proporcionalmente durante los 

años 2017 y 2018, independientemente de la fecha de facturación o forma de pago. 

Concluyendo la perito que los  ajustes por el monto de USD 684.841,77 fueron realizados de 

acuerdo a la aplicación del principio del Devengado, NIC11 y Resolución NAC DGERGC16- 

00000138 normativa contable y tributaria vigente para el ejercicio económico 2017. Destaca que los 

registros contables observados difieren de los presentados en el formulario 101 en lo que respecta a 

ingresos . 

6.3.8. En virtud de lo mencionado el Tribunal A quo en el considerando 7.1.5, determina que 

conforme al art. 68 del Código Tributario, la facultad determinadora constituye el acto o conjunto de 

actos realizados por la administración activa, tendiente a establecer, en cada caso particular, la 

existencia del hecho generador, el sujeto obligado, la base imponible y la cuantía del tributo, sin 

embargo su ejercicio no le faculta a actuar por encima de las leyes, por lo que se ha de circunscribir a 

lo que la ley prevea. Que por lo expuesto, el Tribunal de instancia considera, que en el presente caso, 

si bien la Administración tributaria estaba facultada a realizar una determinación al ejercicio fiscal 

2017, en dicha determinación debió observar las normas y procedimientos aplicables a la actividad de 

la construcción, por tratarse este régimen en defecto ya que no existe un régimen especial para las 

constructoras, y qué se debe considerar cuándo no hay contabilidad o no se apega a las normas 

contables, lo cual no se ha evidenciado en el proceso, que el SRI atendió a esas circunstancias 

legales. Que, por tanto, al haberse ejercido la facultad determinadora, con inobservancia de las 

normas de procedimiento, el acto adolece de nulidad al amparo del art. 139 del Código Tributario y 

así se lo declara. 

Que, por lo señalado, no procede pronunciarse sobre los otros puntos del objeto de la Litis, ya que con 

dicha declaración los actos administrativos no producen efectos jurídicos 

6.3.9. En virtud del análisis que antecede, esta Sala Especializada, no evidencia que la sentencia de 

instancia adolezca de falta de motivación en la decisión de la causa en análisis, ya que el Tribunal A 

quo, funda su decisión de la revisión del acto impugnado, sobre el cual ejerce control de legalidad y de 

las pruebas documentales practicadas en la audiencia de juicio, estableciendo sus conclusiones y; en 

virtud de ello determina que la administración tributaria debe observar las normas y procedimientos 

aplicables a la actividad de construcción, y que se debe considerar que cuando no hay contabilidad o 

no se apega a normas contables; en virtud de que la facultad determinadora de conformidad al art. 68 

del Código Tributario, es una actividad reglada y que su ejercicio debe circunscribir a lo que la ley 

prevea; lo cual determina que se ha evidenciado que el SRI, no atendido las circunstancias legales 

antes señaladas; por lo que determina que el acto adolece de nulidad de conformidad al art. 139 del 
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Código Tributario y así lo declara; consecuentemente determina que no procede pronunciarse sobre 

los demás puntos de la controversia; por lo tanto no se configura el caso 2 del art. 268 del COGEP, 

denunciado por el casacionista; consiguientemente no se han infringido los arts. 76.7.l) de la 

Constitución de la República del Ecuador, 89 del COGEP, y 130.4 del Código Orgánico de la Función 

Judicial, no prosperando el yerro alegado. 

Cabe señalar que cuando se alega falta de motivación, ésta debe existir en todo el análisis realizado 

por los juzgadores y no, en un párrafo específico, pues las sentencias deben ser entendidas en su 

integralidad. 

La conclusión a la que llega esta Sala una vez considerado el yerro alegado y confrontado con el fallo 

recurrido, no significa que esta Sala se encuentre de acuerdo o no, con el razonamiento contenido en 

el fallo recurrido, pues bajo el caso 2 del art. 268 del COGEP, lo único que corresponde dentro de un 

recurso de casación, es verificar si la sentencia de instancia motivó la conclusión a la que llegó, 

indistintamente de si ésta es correcta o no, pues para analizar la incorrección de un fallo, el art. 268 

citado, prevé otros yerros. 

7. Decisión
 

7.1. Este Tribunal de la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de 

Justicia, Administrando justicia, en nombre del pueblo soberano del Ecuador, y por autoridad de la 

Constitución y las leyes de la República, resuelve:

7.2. No casar la sentencia de 28 de mayo de 2021, a las 08h36, expedida por el Tribunal Distrital de 

lo Contencioso Tributario con sede en el cantón Guayaquil, provincia del Guayas; dentro del juicio 

No. 09501-2020-00236. 

7.3. En virtud de que la parte recurrente es el SRI, no existe caución rendida. 

 
7.4. Actué la doctora Ligia Marisol Mediavilla como Secretaria Encargada de la Sala Especializada de 

lo Contencioso Tributario, en virtud de la acción de personal No. Nro. 838-UATH-2022-OQ, de fecha 

28 de julio del 2022. 

7.5. Sin costas. 

 
7.6 Notifíquese, publíquese y devuélvase al Tribunal de origen 

 
Resolución de fácil comprensión 

 
La sentencia de instancia se encuentra debidamente motivada en su decisión; consecuentemente no se 
configura el caso 2 del art. 268 del COGEP. 
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219327371-DFE 

Juicio No. 01501-2020-00093 
 

JUEZ PONENTE: JOSE DIONICIO SUING NAGUA, JUEZ NACIONAL (PONENTE) 

AUTOR/A: JOSE DIONICIO SUING NAGUA 

CORTE NACIONAL DE JUSTICIA. - SALA ESPECIALIZADA DE LO CONTENCIOSO 

TRIBUTARIO DE LA CORTE NACIONAL DE JUSTICIA. Quito, jueves 7 de diciembre del 

2023, las 12h24. VISTOS: El ingeniero Luis Alberto Monsalve Durán en calidad de representante 

legal de la compañía AMAUTA CÍA. LTDA., interpone recurso de casación en contra de la sentencia 

de 30 de julio del 2021, las 12h25, dictada por el Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario con 

sede en el cantón Cuenca, Provincia de Azuay, en la acción de impugnación N.° 01501-2020- 

00093(1). 

1. Antecedentes procesales 
 

1.1. Objeto de la controversia.-  la acción de impugnación recae sobre la RESOLUCIÓN No. 

10245 de 06 de marzo de 2020 que negó la devolución del pago indebido de los Impuestos de 

Patentes Municipales y del 1.5 por mil sobre los Activos Totales. El punto de debate es el siguiente: 

Establecer si se ha producido el pago indebido de los Impuestos de Patentes Municipales y del 1.5 

por mil sobre los Activos Totales del ejercicio 2015, porque la compañía accionante alega que no es 

 

1.2. Resolución impugnada.- El Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario en el juicio objeto 

del recurso dispuso:   rechaza la demanda presentada por AMAUTA CIA. LTDA., en contra del 

COORDINADOR  FINANCIERO  DEL  GAD  MUNICIPAL  DEL  CANTON  CUENCA  y 

subsidiariamente del ALCALDE Y PROCURADOR SINDICO DEL GAD MUNICIPAL DEL 

CANTON CUENCA y como consecuencia se confirma la validez legal de la Resolución No. 10245, de 

 

1.3. Recurso de casación.- En escrito de 22 de septiembre del 2021, las 15h00, el ingeniero Luis 

Alberto Monsalve Durán, en calidad de representante legal de la compañía AMAUTA CÍA. LTDA., 

interpone recurso de casación al amparo de los casos cuarto y quinto del art. 268 del COGEP 

estableciendo como vicio la equivocada aplicación de los arts. 37 y 115 del Código Tributario y falta 

de aplicación de los arts. 7 y 9 de la Ordenanza para la determinación, control y recaudación del 

impuesto 1.5 por mil sobre los activos totales en el cantón Cuenca publicado en el RO No. 602 de 22 

de diciembre del 2011, respectivamente. 

1.4. Calificación.- El Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario calificó el recurso de casación en 
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auto de 01 de octubre del 2021, las 13h01, en el término del artículo 269 del COGEP. 
 

1.5. Admisión: Mediante auto de 06 de marzo del 2023, las 09h22 el doctor Fernando Cohn Zurita, 

Conjuez de la Sala, requirió a la compañía actora que aclare su recurso de casación. La recurrente dio 

cumplimiento a lo requerido en escrito de 13 de marzo del 2023, las 08h32, para emitir auto de 

admisión el 13 de marzo del 2023, las 10h29 siendo admitido los casos cuarto y quinto del artículo 

268 del COGEP, estableciendo como vicio la equivocada aplicación de los arts. 37 y 115 del Código 

Tributario y falta de aplicación de los arts. 7 y 9 de la Ordenanza para la determinación, control y 

recaudación del impuesto 1.5 por mil sobre los activos totales en el cantón Cuenca publicado en el RO 

No. 602 de 22 de diciembre del 2011, respectivamente. 

 

 
2. Competencia 

 
2.1. Mediante sorteo de la causa realizado el 03 de octubre del 2023, las 10h02, se radicó la 

competencia en la Sala integrada por los doctores Gustavo Durango Vela, Juez Nacional (E), Gilda 

Rosana Morales Ordóñez, Jueza Nacional y José Dionicio Suing Nagua, Juez Nacional, Ponente en la 

causa. Mediante Resolución No. 003-2021 de 26 de enero de 2021, el Pleno del Consejo de la 

Judicatura dispuso dar cumplimiento al mandamiento de ejecución expedido por el Tribunal de lo 

Contencioso Administrativo en la causa No. 17811-2014-0463, ratificando la continuación en el 

ejercicio de funciones de los doctores José Suing Nagua y Gustavo Durango Vela, de Juez y Conjuez 

Nacionales, respectivamente; con Resolución No. 008-2021, de 28 de enero de 2021 el Pleno del 

Consejo de la Judicatura designó a la doctora Gilda Rosana Morales Ordóñez, Jueza Nacional; el 

Pleno de la Corte Nacional de Justicia, mediante Resolución No. 2 de 5 de febrero de 2021, integró la 

Sala de lo Contencioso Tributario con los doctores Rosana Morales Ordóñez y José Suing Nagua; 

mediante Oficio No. 92-P-CNJ-2021 de 12 de febrero del 2021 el Presidente de la Corte Nacional de 

Justicia, llama a integrar la Sala al doctor Gustavo Durango Vela, en reemplazo de la doctora Ana 

María Crespo, avalada con la acción de personal No. 166UATH-2021-2021-HB de 19 de febrero de 

2021. 

2.2. La Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia es 

competente para conocer y resolver el recurso de conformidad con lo dispuesto en los artículos 184 

numeral 1 de la Constitución de la República del Ecuador; 185 segunda parte numeral 1 y numeral 2 

del artículo 201 del Código Orgánico de la Función Judicial reformado por mandato de la Disposición 

Reformatoria Segunda número 4 del Código Orgánico General de Procesos. 

3. Validez procesal 
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3.1. No se observa del proceso ninguna circunstancia que puede afectar la validez procesal y no 

adolece de nulidad alguna, por lo que se declara el proceso válido. 

4. Fundamentación del recurso de casación 
 

4.1. La compañía actora fundamenta su recurso de casación con sustento en el caso cuarto del artículo 

268 del COGEP, por el vicio de equivocada aplicación de los arts. 37 y 115 del Código Tributario. 

4.1.1. El recurrente aclara que el Tribunal de instancia en su sentencia aplica equivocadamente los 

artículos 37 y 115 del Código Tributario bajo los siguientes criterios: se parte del hecho errado de la 

aplicación de la regla en el ámbito probatorio de los hechos notorios o públicamente evidentes y 

considera que la determinación en este caso supuestamente es mixta, por lo que, los jueces aplicaron 

el art. 37 del Código Tributario considerando que el pago que la compañía ha sostenido es indebido, 

por lo que, para el Tribunal es una forma de extinguir una obligación derivada de un supuesto acto 

legítimo de determinación tributaria mixto y que por lo tanto habría una aceptación de los resultados 

de la determinación practicada, de parte de AMAUTA CÍA. LTDA., procediendo al pago de la misma 

y extinguiendo la obligación. 

4.1.2. De igual manera afirma de la aplicación indebida de la regla en el ámbito probatorio de los 

hechos notorios o públicamente evidente y considera que la determinación en este caso supuestamente 

es mixta, para concluir en la sentencia que AMAUTA CÍA. LTDA., tenía camino expedito para 

presentar el correspondiente reclamo impugnatorio contra de la determinación realizada con sustento 

en el art. 115 del Código Tributario que faculta a los administradores presentar reclamos ante la 

autoridad de la que emana el acto, dentro del plazo de 20 días contados desde el día hábil siguiente a 

la notificación respectiva, al supuestamente no existir esta impugnación ha operado el principio de 

presunción de legitimidad y ejecutoriedad y por lo tanto no es procedente el reclamo del pago 

indebido, declarando con lugar la demanda. 

4.1.3. De ahí que, considera que se ha aplicado indebidamente los preceptos jurídicos aplicables a la 

valoración de la prueba que ha conducido a una equivocada aplicación de normas de derecho 

sustantivo en la sentencia que consiste en que no se trata de una determinación mixta que la autoridad 

municipal no ha determinado ninguna obligación tributaria, esto en coherencia con la realidad 

procesal y la normativa seccional. 

4.1.4. Considera que la determinación realizada al sujeto pasivo desembocó en el pago indebido, pues 

de acuerdo a la legislación vigente AMAUTA CIA. LTDA., no es sujeto pasivo de estos tributos, sin 

embargo el Tribunal de instancia indebidamente para justificar que se trata una determinación mixta y 

como consecuencia de esta se genera un acto legítimo de determinación tributaria, aplica 



Viernes 25 de septiembre de 2026 Edición Jurídica Nº 308 - Registro Oficial

62 

indebidamente el precepto jurídico de valoración de prueba contenido en el artículo 163 del COGEP, 

pues este no es un acto público o notoriamente evidente, es decir no entra naturalmente en el 

conocimiento, en la cultura o en la información normal de los individuos. 

4.1.5. Fundamenta la equivoca aplicación del artículo 37 del Código Tributario, no se puede 

considerar que hay una aceptación de los resultados de la determinación y que la obligación se ha 

extinguido por un pago como consecuencia de un acto legítimo de determinación tributaria, pues al ser 

la determinación a cargo del sujeto pasivo, no existe ningún acto legítimo de determinación tributaria 

y es justamente el reclamo de pago indebido, el camino expedito que debe aplicarse al momento de 

producirse de manera indebida un pago de una obligación cuyo hecho generador no se generó 

(situación que no está en duda en este proceso). 

4.1.6. Con antelación a la equivocada aplicación del art. 115 del Código Tributario no se puede 

considerar que AMAUTA Cía. Ltda., debía presentar un reclamo impugnatorio en contra de la 

determinación realizada, sustentado en el art. 115 del Código Tributario, pues de manera clara este 

artículo faculta a los administradores a presentar un reclamo en contra de la autoridad de la que emane 

el acto y en este caso se trata de una determinación del sujeto pasivo y no mixta y por lo tanto no 

existe en este proceso ningún acto u obligación determinada por la Administración Municipal que 

goce de presunciones de legitimidad y ejecutoriedad y por lo tanto reiteramos en el reclamo de pago 

indebido es el camino expedido para solicitar la devolución de un pago cuyo hecho generador no se ha 

realizado de conformidad a la normativa vigente, es decir, el artículo 429 de la Ley de Compañía en 

los términos interpretados por el artículo 62 de la Ley Orgánica de Fomento Productivo. 

4.2. La compañía actora considera que el fallo impugnado incurre en el vicio de falta de aplicación 

de los arts. 7 y 9 de la Ordenanza para la determinación, control y recaudación del impuesto 1.5 

por mil sobre los activos totales en el cantón Cuenca publicado en el RO No. 602 de 22 de 

diciembre del 2011, relacionadas con el acto de determinación mixto en el año 2015 y hemos 

concluido que no es aplicable la regla de los hechos notorios y públicamente evidentes, no 

constituyendo un acto legítimo de la administración tributaria sobre el que han operado los principios 

de presunción de legitimidad y ejecutoriedad y por lo tanto, es totalmente viable por la naturaleza del 

pago indebido, la presentación del reclamo de pago indebido. 

4.2.1. El Tribunal de instancia en el fallo impugnado a más del mandato legal debe existir cuando 

menos un acto administrativo con sus respectivas solemnidades para que se conjuguen las dos 

voluntades y de manera poco fundada y contraria a derecho menciona que dicho acto existe pero no 

requiere se probado por ser un hecho notorio y públicamente evidente. El recurrente considera que no 

existe un acto como tal, que no ha concurrido ninguno de los requisitos de la ley prevé para su 
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existencia y en consecuencia no se configura la legitimación suficiente de la Administración para que 

se involucre dentro de la determinación mixta, pues el caso sub judice está a cargo del sujeto pasivo y 

lo que procede es el reclamo de pago indebido.

4.3. Contestación al recurso: El Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal del cantón Cuenca 

no han dado contestación al recurso de casación, únicamente han legitimado las calidades en las que 

comparecen las autoridades que representan a la autoridad demandada. 

5. Problema jurídico 
 

5.1. En base a los argumentos esgrimidos por el recurrente, corresponde determinar si el Tribunal de 

instancia incurrió en el caso cuarto del artículo 268 del COGEP, por el vicio de equivocada 

aplicación de los arts. 37 y 115 del Código Tributario y el caso quinto del artículo 268 del COGEP 

vicio de falta de aplicación de los arts. 7 y 9 de la Ordenanza para la determinación, control y 

recaudación del impuesto 1.5 por mil sobre los activos totales en el cantón Cuenca publicado en el RO 

No. 602 de 22 de diciembre del 2011. 

6. Análisis del Tribunal de Casación 
 

6.1. El recurso de casación de la compañía actora se fundamenta en el caso cuarto del artículo 268 del 

  .

6.1.1. Las normas acusadas como infringidas del Código Tributario responden a los arts.  37: Modos 

de extinción.- La obligación tributaria se extingue, en todo o en parte, por cualesquiera de los 

siguientes modos: 1. Solución o pago; 2. Compensación; 3. Confusión; 4. (Reformado por el num. 1 

del Art. 72 de la Ley s/n, R.O. 587-3S, 29-XI-2021).- Remisión; 5. (Reformado por el num. 2 del Art. 

72 de la Ley s/n, R.O. 587-3S, 29-XI-2021).- Prescripción de la acción de cobro, y, 6. (Agregado por 

el num. 3 del Art. 72 de la Ley s/n, R.O. 587-3S, 29-XI-2021).- Por  y art. 115 

 Reclamantes.- Los contribuyentes, responsables, o terceros que se creyeren afectados, en todo o en 

parte, por un acto determinativo de obligación tributaria, por verificación de una declaración, 

estimación de oficio o liquidación, podrán presentar su reclamo ante la autoridad de la que emane el 

acto, dentro del plazo de veinte días, contados desde el día hábil siguiente al de la notificación 

respectiva. Los reclamos por tributos que correspondan al Estado según el artículo 64 de este Código, 

siempre que los reclamantes, tuvieren su domicilio en la provincia de Pichincha, se presentarán en el 

Servicio de Rentas Internas. En los demás casos podrán presentarse ante la respectiva dirección 

regional o provincial. El empleado receptor pondrá la fe de presentación en el escrito de reclamo y en 

cuarenta y ocho horas lo remitirá al Servicio de Rentas Internas. Las reclamaciones aduaneras por 

aplicación errónea del arancel o de las leyes o reglamentos aduaneros, o de los convenios 
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internacionales, se presentarán ante el Gerente Distrital de la Aduana de la localidad respectiva. Las 

peticiones por avalúos de la propiedad inmueble rústica, se presentarán y tramitarán ante la respectiva 

municipalidad, la que los resolverá en la fase administrativa, sin perjuicio de la acción contenciosa a 

que hubiere lugar.  

6.1.2. El recurrente, acusa a la sentencia, con sustento en el caso cuarto del artículo 268 del COGEP, 

de haber aplicado indebidamente los preceptos jurídicos aplicables a la valoración de la prueba que ha 

conducido a una equivocada aplicación de normas de derecho sustantivo en la sentencia que consiste 

en que no se trata de una determinación mixta, porque la autoridad municipal no ha determinado 

ninguna obligación tributaria. 

6.1.3. En la sentencia el Tribunal establece que la determinación no es practicada exclusivamente por 

el sujeto pasivo, sino de modo mixto, porque de la verificación del sitio web oficial del GAD 

municipal del cantón Cuenca, encuentra que el formulario que la administración municipal pone a 

disposición de los sujetos pasivos, únicamente permite consignar los valores del patrimonio, activo y 

pasivo, en base a los cuales el sujeto activo determina la obligación a pagar, sin que el sujeto pasivo 

tenga la oportunidad de cuantificar la obligación determinada y líquida a pagar. 

6.1.4. El caso cuarto contiene los vicios denominados indirectos en tanto, el error en la norma de 

valoración probatoria conduce a errores en normas sustantivas, ya por falta de aplicación, ya por 

equivocada aplicación. En el recurso, si bien se acusa error por valoración probatoria, no llega a 

configurar el vicio en el sentido de identificar la norma de valoración probatoria afectada, la clase de 

vicio en la que incurre, ni concreta cómo dicho error incide en normas sustantivas con el tipo de vicio 

producido. El relato del cuestionamiento, general e impreciso, se limita a señalar que se ha incurrido 

en errores en normas de valoración probatoria que ha conducido a la equivocada aplicación de normas 

sustantivas, sin concretar las normas ni los vicios ocurridos. Tales imprecisiones en la formulación del 

cuestionamiento no puede ser suplido por la Sala de casación, dada la naturaleza excepcional y 

extraordinario del recurso. 

6.1.5. Al no poder evidenciarse los errores que se pretende acusar, el cuestionamiento no procede y se 

lo rechaza. 

6.2. Caso quinto.- El vicio de falta de aplicación, que se cuestiona con sustento en el caso quinto del 

artículo 268 del COGEP, llo la existencia de un 

precepto, lo ignora frente al caso debatido. Es error contra ius, es rebeldía y desconocimiento de la 

norma. Es error de existencia de la norma por haberse excluido ésta en la  1 
 

1 Tolosa Villabona, Luis Armando. Teoría y Técnica de Casación. Civil, Penal, Laboral, Penal Militar, 
Acciones de Grupo, (Bogotá: Doctrina y Ley, 2008), 359. 
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6.2.1. Las normas que el recurrente considera infringidas infringidas son los arts. 7 y 9 de la 

Ordenanza para la determinación, control y recaudación del impuesto 1.5 por mil sobre los activos 

totales en el cantón Cuenca, publicada en el RO No. 602 de 22 de diciembre del 2011, que en su 

contenido literal disponen:  Art. 7.- Sistema de determinación. - La determinación del impuesto a la 

renta (SIC) se efectuará por declaración del sujeto pasivo, y a falta de esta podrá ser la actuación del 

sujeto  ;  Art. 9.- Sistema de determinación.- La determinación de este impuesto se efectuará 

 

6.2.2. La compañía actora considera que el fallo impugnado incurre en el vicio de falta de aplicación 

de los arts. 7 y 9 de la Ordenanza para la determinación, control y recaudación del impuesto 1.5 

por mil sobre los activos totales en el cantón Cuenca publicado en el RO No. 602 de 22 de 

diciembre del 2011, relacionadas con el acto de determinación mixto en el año 2015; considera 

además que no es aplicable la regla de los hechos notorios y públicamente evidentes, que no 

constituyen un acto legítimo de la administración tributaria. 
 

6.2.3. La sentencia en el considerando 5.1.1 hace expresa referencia al contenido de las normas 

acusadas de falta de aplicación, de cuyo contenido el Tribunal reflexiona que dicho instrumento legal 

reconoce dos sistemas de determinación tributaria, contrariando lo que el régimen tributario, artículo 

88 del Código Tributario, reconoce tres sistemas de determinación, que de acuerdo al orden jerárquico 

del artículo 425 de la Constitución, las leyes se encuentran por encima de las ordenanzas. Concluye 

que en el caso, es evidente que la determinación no es practicada por el sujeto pasivo. 

6.2.4. Confrontados los argumentos del Tribunal y los cuestionamientos del recurrente sobre el tema 

en discusión, se encuentra que las disposiciones alegadas como no aplicadas, son expresamente 

aplicadas, de las que deriva a las conclusiones que se deja señaladas en el considerando precedente. El 

error en la formulación del cuestionamiento, que no puede ser subsanado por la Sala de casación, 

vuelve inviable el recurso, sin que ello signifique que se comparta los razonamientos esgrimidos por el 

Tribunal juzgador. 

6.2.5. Al no configurarse el vicio, el cuestionamiento no procede y se lo rechaza. 

 
7. Decisión 

 
7.1. La Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia, 

Administrando justicia, en nombre del pueblo soberano del Ecuador, y por autoridad de la 

Constitución y las leyes de la República, RESUELVE: 

7.2. No casar la sentencia impugnada. 
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7.3. Actúe la doctora Ligia Marisol Mediavilla como Secretaria Encargada de la Sala Especializada de 

lo Contencioso Tributario, en virtud de la acción de personal No. Nro. 838-UATH-2022-OQ, de fecha 

28 de julio del 2022. 

7.4. Sin costas. 

 
7.5 Notifíquese, publíquese y devuélvase al Tribunal de origen. 

equivocada aplicación de los arts. 37 y 115 del Código Tributario y el caso quinto del artículo 268 del COGEP 
vicio de falta de aplicación de los arts. 7 y 9 de la Ordenanza para la determinación, control y recaudación del 
impuesto 1.5 por mil sobre los activos totales en el cantón Cuenca publicado en el RO No. 602 de 22 de 
diciembre d  
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219327698-DFE

Juicio No. 13802-2019-00254 
 

JUEZ PONENTE: JOSE DIONICIO SUING NAGUA, JUEZ NACIONAL (PONENTE) 

AUTOR/A: JOSE DIONICIO SUING NAGUA 

CORTE NACIONAL DE JUSTICIA. - SALA ESPECIALIZADA DE LO CONTENCIOSO 

TRIBUTARIO DE LA CORTE NACIONAL DE JUSTICIA. Quito, jueves 7 de diciembre del 

2023, las 12h26. VISTOS: La economista Monserrate Auxiliadora Holguín Alvia, en calidad de 

Directora Zonal 4 del Servicio de Rentas Internas, interpone recurso de casación en contra de la 

sentencia de 23 de septiembre del 2022, las 15h12, dictada por el Tribunal Contencioso 

Administrativo y Tributario con sede en el cantón Portoviejo, provincia de Manabí, en el juicio de 

impugnación N° 13802-2019-00254(1). 

1. Antecedentes procesales 
 

1.1. Objeto de la controversia.-   Que el Tribunal determine si procede o no dejar sin efecto 

legal la Liquidación de Pago No. 13201906500633541, por Diferencias en las Declaraciones de 

Impuesto al Valor Agregado del ejercicio fiscal 2013 notificado por gaceta tributaria digital el 7 

de mayo del 2019, dictada por la Eco. Monserrate Auxiliadora Holguín Alvia en calidad de Directora 

 

1.2. Resolución impugnada.- El Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario en el juicio objeto 

 1.- Acepta la demanda presentada por el ING. DARWIN JAVIER 

ZAMBRANO ZAMBRANO, en calidad de contribuyente y actor de la presente causa, en contra de la 

DIRECTORA ZONAL 4 DEL SERVICIO DE RENTAS INTERNAS (SRI) cargo que ostenta la ECO. 

MONSERRATE AUXILIADORA HOLGUÍN ALVIA; y, dispone 2.- Dejar sin efecto legal la 

Liquidación de Pago No. 13201906500633541 Por Diferencias en la Declaración del Impuesto al 

Valor Agregado del periodo fiscal 2013, emitido y notificado el 7  

1.3. Recurso de casación.- En escrito de 01 de noviembre del 2022, las 15h39, la Administración 

Tributaria, interpone recurso de casación al amparo del caso quinto del artículo 268 del COGEP, por 

los vicios de aplicación indebida de las sentencias de casación dentro de los juicios No. 28-2010 y No. 

64-2001; y falta de aplicación de los artículos 94 numeral 2 del Código Tributario y 61 de la Ley 

Orgánica para el Fomento Productivo, Atracción de Inversiones, Generación de Empleo y Estabilidad 

y Equilibrio Fiscal. 

1.4. Calificación.- El Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario calificó el recurso de casación en 

auto de 10 de enero del 2023, las 09h00, en el término de los artículos 266 y 269 del COGEP. 
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1.5. Admisión: En auto de 05 de mayo del 2023, las 09h20, el doctor Fernando Antonio Cohn Zurita, 

Conjuez de la Sala, declara la admisibilidad del recurso de casación, admitiendo el caso quinto del 

artículo 268 del COGEP, por el vicio de aplicación indebida de los fallos de casación dentro de los 

juicios No. 28-2010 y No. 64-2001; existiendo correlativamente la falta de aplicación de los artículos 

94 numeral 2 del Código Tributario y 61 de la Ley Orgánica para el Fomento Productivo, Atracción 

de Inversiones, Generación de Empleo y Estabilidad y Equilibrio Fiscal. 

2. Competencia 
 

2.1. Mediante sorteo de la causa realizado el 03 de octubre del 2023, las 10h55, se radicó la 

competencia en la Sala integrada por los doctores Gustavo Durango Vela, Juez Nacional (E), Gilda 

Rosana Morales Ordóñez, Jueza Nacional y José Dionicio Suing Nagua, Juez Nacional, Ponente en la 

causa. Mediante Resolución No. 003-2021 de 26 de enero de 2021, el Pleno del Consejo de la 

Judicatura dispuso dar cumplimiento al mandamiento de ejecución expedido por el Tribunal de lo 

Contencioso Administrativo en la causa No. 17811-2014-0463, ratificando la continuación en el 

ejercicio de funciones de los doctores José Suing Nagua y Gustavo Durango Vela, de Juez y Conjuez 

Nacionales, respectivamente; con Resolución No. 008-2021, de 28 de enero de 2021 el Pleno del 

Consejo de la Judicatura designó a la doctora Gilda Rosana Morales Ordóñez, Jueza Nacional; el 

Pleno de la Corte Nacional de Justicia, mediante Resolución No. 2 de 5 de febrero de 2021, integró la 

Sala de lo Contencioso Tributario con los doctores Rosana Morales Ordóñez y José Suing Nagua; 

mediante Oficio No. 92-P-CNJ-2021 de 12 de febrero del 2021 el Presidente de la Corte Nacional de 

Justicia, llama a integrar la Sala al doctor Gustavo Durango Vela, en reemplazo de la doctora Ana 

María Crespo, avalada con la acción de personal No. 166UATH-2021-2021-HB de 19 de febrero de 

2021. 

2.2. La Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia es 

competente para conocer y resolver el recurso de conformidad con lo dispuesto en los artículos 184 

numeral 1 de la Constitución de la República del Ecuador; 185 segunda parte numeral 1 y numeral 2 

del artículos 201 del Código Orgánico de la Función Judicial reformado por mandato de la 

Disposición Reformatoria Segunda número 4 del Código Orgánico General de Procesos. 

3. Validez procesal 
 
 

3.1. No se observa del proceso ninguna circunstancia que pueda afectar la validez procesal y no 

adolece de nulidad alguna, por lo que se declara el proceso válido. 

4. Fundamentación del recurso de casación 
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4.1. El recurrente manifiesta que el modo de infracción cometido por el Tribunal A quo se dio por la 

aplicación indebida de la sentencia dictada dentro del recurso de casación No. 28-20101, fallo de triple 

reiteración de la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la ex Corte Suprema de Justicia, 

en lo que respecta a la procedencia de la aplicación del numeral 2 del artículo 94 del Código 

Tributario, en cuanto a las diferencias que se detecten y que estas provengan de ocultación u omisión 

de renta alguna. Además se evidencia el modo de infracción cuando se aplica de forma indebida la 

sentencia dictada por la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de 

Justicia, que atiende el recurso de casación No. 64-20012. 

4.1.1. Cuando se acusa el cargo aludido, se alega que hubo error in iudicando, ya sea por falta de 

aplicación, indebida aplicación o errónea interpretación de normas sustantivas o de precedentes 

jurisprudenciales; en la especie, se evidencia, que el juzgador subsumió los hechos controvertidos a 

una norma sustantiva impertinente, debiendo haber aplicado otra normativa acorde a los hechos que se 

encontraban impugnados y los que, a falta de impugnación, se consideraban hechos probados, en 

razón de la ejecutoria y validez de los actos administrativos, de conformidad a lo establecido en los 

artículos 163 numeral 1 y 329 del COGEP. 

4.1.2. Que este vicio se evidencia cuando el Tribunal A quo concluye que al no existir ocultación u 

omisión de renta alguna no es procedente aplicar el numeral 2 del artículo 94 del Código Tributario, 

considerando la declaración como incompleta, y se vuelve a evidenciar el yerro cuando aplica una 

sentencia que no regula de forma alguna lo estipulado en la disposición interpretativa contenida en el 

artículo 61 de la Ley de Fomento Productivo, Atracción de Inversiones, Generación de Empleo y 

Estabilidad y Equilibrio Fiscal, siendo que se debió aplicar el artículo 94 numeral 2 del Código 

Tributario que establece que cuando la declaración se haya declarado en todo o en parte el tributo. 

4.1.3. Que la Administración Tributaria al realizar la determinación de las declaraciones del impuesto 

al valor agregado por parte del sujeto pasivo, detectó que había registrado gastos que se consideraban 

inexistentes, toda vez que las empresas y personas naturales quienes supuestamente fungían como 

proveedores, mantenían una variedad de inconsistencias entre su actividad, falta de personal, activos, 

maquinaria, entre otras, versus la cantidad y valor de los bienes o servicios supuestamente proveídos. 

4.1.4. Que el sujeto pasivo al realizar la impugnación del acto administrativo en sede judicial, ataca 

estrictamente al hecho de que la facultad determinadora de impuestos se encontraba caducada, no 

realiza una impugnación versus el análisis realizado por la Administración a los supuestos 

proveedores, los cuales fueron declarados como inexistentes o fantasmas, en resoluciones que son 

actos administrativos calificadores; y no norma sustantiva sine qua non para que la Administración 
 

1 Registro Oficial Edición Especial No. 30 de 29 de julio del 2013 
2 Registro Oficial 265 del 03 de febrero del 2004. 
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desconozca sus transacciones como inexistentes. 
 

4.1.5. Que en vista de que la litis solo se traba sobre la supuesta caducidad, era obligación de la Sala 

aplicar un control de legalidad, revisando los actos administrativos aportados por la Administración 

Tributaria como requisito para la presentación de la contestación de la demanda, que forman parte del 

expediente, y tomar en consideración el análisis realizado en el acto administrativo impugnado, en 

necesidad de que sea objeto de práctica de prueba, puesto a que al no haberse objetado la existencia de 

las transacciones, se convertía en un hecho probado. 

4.1.6. Que además el Tribunal A quo aplica un fallo de triple reiteración que no tiene relación al 

objeto de la controversia, puesto que no existe contradicción alguna con respecto a los ingresos, sino 

más bien, existe un registro de transacciones inexistentes o supuestas con proveedores inexistentes, 

ante lo cual aplica una sentencia que no es un fallo de triple reiteración que reduce el alcance de la 

disposición interpretativa incorporada en el artículo 61 de la Ley de Fomento Productivo, Atracción 

de Inversiones, Generación de Empleo, y Estabilidad y Equilibrio Fiscal. 

4.1.7. Que la disposición interpretativa en ninguna parte limita a que las transacciones se sustentaran 

en empresas fantasmas y que estas debieran ser declaradas como tal, sino que además incluye las 

transacciones realizadas con proveedores inexistentes o supuestos, de los cuales, en el acto 

administrativo impugnado, se dejó debidamente motivado las razones por las que se consideraban 

transacciones inexistentes, lo cual no es un hecho controvertido en la causa, ya que el acervo 

normativo vigente en el ejercicio fiscal determinado bastaba para que las transacciones reportadas se 

las consideraren inexistentes, dejando de aplicar artículos pertinentes para establecer que la facultad 

determinadora de la Administración Tributaria no se encontraba caducada, como lo son el artículo 94 

numeral 2 del Código Tributario y el artículo 61 la Ley Orgánica para el Fomento Productivo, 

Atracción de Inversiones, Generación de Empleo, y Estabilidad y Equilibrio Fiscal. 

4.2. Contestación al recurso: En escrito de 16 de junio del 2023, las 16h47, el señor Darwin Javier 

Zambrano Zambrano, por sus propios derechos, da contestación al recurso de casación planteado por 

la Administración Tributaria y manifiesta que la propuesta presentada por el SRI es incorrecta e 

imprecisa, pues el Tribunal A quo no ha empleado solo una sentencia de manera determinante o única 

(28-2010), para establecer si existió o no una adecuada ampliación de los plazos de caducidad con 

cargo a la determinación del impuesto al valor agregado del año 2013 y así proceder a motivar la 

decisión, sino más bien los juzgadores han sostenido que la mera diferencia numérica entre lo 

declarado y lo glosado por la Administración no constituye per se la justificación fáctica para 

considerar el numeral 2 del artículo 94 del Código Tributario como norma a aplicar en el caso en 

concreto. 
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4.2.1. Que en el escenario planteado, la Administración Tributaria debió discutir no una aplicación 

indebida de norma sustantiva o de preceptos jurisprudenciales, sino más bien una errónea 

interpretación de norma al caso, conforme se desprende de su propia inconformidad. Es claro que la 

postura del SRI radica en la inconformidad de la sentencia mas no en deficiencias jurídicas en la 

construcción de la misma; de hecho, confunde la Administración el concepto por el cual se proceden 

inicialmente a glosar valores expresando en el recurso de casación que las diferencias provienen por 

sustentar transacciones inexistentes o fantasmas, sin concluir que las diferencias provienen realmente 

de un error en el arrastre del crédito tributario. 

4.2.2. Que es necesario considerar que el SRI mediante la interposición del recurso de casación ataca 

un único aspecto delimitado a la causal quinta del artículo 268 DEL COGEP, con cargo específico a la 

aplicación indebida, de normas de derecho sustantivo, incluyendo los precedentes jurisprudenciales 

obligatorios, que hayan sido determinantes en la parte dispositiva de la sentencia o auto. Empero de 

ello, no advierte el SRI que el fallo recurrido, en el numeral 63 contiene un análisis de fondo sobre la 

insuficiente motivación del acto administrativo impugnado. 

4.2.3. Que en la interposición del recurso de casación no se ha atacado el argumento de insuficiente 

motivación, que fue atendido de manera favorable por parte de la Sala, es por ello que a pesar de 

entrar a analizar la causal propuesta por el SRI, tampoco cambiaría el sentido de la sentencia, pues 

existen dos argumentos de fondo atendidos, de los cuales el SRI solo se ha centrado en uno de ellos 

que es el de caducidad. 

5. Problema jurídico 
 

5.1. Verificar si el Tribunal incurrió en la indebida aplicación y falta de aplicación de normas de 

derecho sustantivo por concepto de diferencias en la declaración del impuesto al valor agregado del 

ejercicio fiscal 2013. 

6. Análisis de la Sala de casación 
 

6.1. Dos vicios se acusan con sustento en el caso quinto del artículo 268 del COGEP, aplicación 

indebida y falta de aplicación, que se analizan en forma conjunta. La aplicación indebida se produce 

cuando la norma ha sido entendida rectamente en su alance y significado, más se la ha 

 3 Para Calamandrei, al vicio de aplicación 

indebida puede llegarse   por dos distintos modos que son perfectamente aplicables en nuestra 

técnica: porque, o puede errarse al precisar las circunstancias de hecho que son relevantes para que 

la norma entre en juego (yerro de diagnosis jurídica), o pueda padecerse equivocación al establecer 
 

3Ecuador. Registro Oficial No. 12 de 31 de enero de 2003, 28. 
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la diferencia o semejanza que media entre la hipótesis legal y la tesis del caso 4 La falta de 

aplicación  ocurre cuando el sentenciador niega en el fallo la existencia de un precepto, lo ignora 

frente al caso debatido. Es error contra ius, es rebeldía y desconocimiento de la norma. Es error de 

existencia de la norma por haberse excluido ésta en la 5 

6.2. Las sentencias acusadas como infringidas son: Corte Nacional de Justicia, dentro del Recurso de 

Casación No. 64-2001, Registro Oficial No. 265 del 03 de febrero del 2004, reconoce esa distinción, 

al censurar  la equivocada tesis de que toda caducidad es de seis años, lo cual riñe con los propósitos 

de la Ley de conceder a la administración un mayor plazo para descubrir el ocultamiento de 

 . Recurso de Casación No. 28-2010, Registro Oficial Edición Especial No. 30 del 29 

de julio del 2013, que establece:  Ha sido criterio de esta Sala, en más de triple fallo reiterativo, lo 

que constituye jurisprudencia obligatoria al tenor de lo señalado en el art. 19 de la Ley de Casación, 

que para que se considere que el plazo de caducidad de la facultad determinadora, sea de seis años y 

no de tres años, ha de existir el ocultamiento de un rubro o tipo de renta, y no la simple diferencia 

numérica entre lo glosado y lo declarado, porque en ese caso, todos los plazos de caducidad serían 

de 6 y no en 3 años; en consecuencia, debió la Administración fijar con precisión qué tipo de renta o 

. 

6.3. Las normas acusadas como infringidas son: a) Código Tributario: Art. 94.- Caducidad.- 

 Caduca la facultad de la administración para determinar la obligación tributaria, sin que se requiera 

pronunciamiento previo:  ) 2. En seis años, contados desde la fecha en que venció el plazo para 

 ; b) Ley Orgánica para el Fomento Productivo, Atracción de 

Inversiones, Generación de Empleo y Estabilidad y Equilibrio Fiscal: Art. 61.- Disposición 

interpretativa del artículo 94 del Código Tributario.- 

Tributario en el sentido de que en los casos en que los contribuyentes hayan sustentado costos o 

gastos inexistentes y/o en facturas emitidas por empresas inexistentes, fantasmas o supuestas, se 

entenderá que se ha dejado de declarar en parte el tributo, y por lo tanto se aplicará la caducidad de 

6 años respecto de la facultad determinadora de la Administración  

6.4. El recurrente cuestiona la sentencia porque considera que el Tribunal juzgador subsumió los 

hechos controvertidos a una norma sustantiva impertinente, debiendo haber aplicado otra normativa 

acorde a los hechos que se encontraban impugnados y los que, a falta de impugnación, se 

consideraban hechos probados, en razón de la ejecutoria y validez de los actos administrativos. 

 

4 Humberto Murcia Ballén,  Recurso de casación  , (Bogotá: Ediciones Jurídica Gustavo Ibáñez, 2015), 
318. 
5 Tolosa Villabona, Luis Armando. Teoría y Técnica de Casación. Civil, Penal, Laboral, Penal Militar, Acciones 
de Grupo, (Bogotá: Doctrina y Ley, 2008), 359. 
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6.5. En la sentencia el Tribunal establece que el contribuyente no ha efectuado un acto de 

ocultamiento, sino que ha registrado e informado a la administración tributaria a través de la 

declaración, la cuantía de las compras y las adquisiciones, ante lo cual la administración tenía la 

posibilidad de cuestionar y verificar desde el día siguiente a la fecha de presentación de la declaración 

los valores consignados. 

6.6. Verificados los argumentos del Tribunal para aplicar la caducidad de tres años en lugar de la de 

seis años que reclama el recurrente, la Sala coincide con los argumentos vertidos en la sentencia 

cuestionada, porque en efecto no se trata de ocultamiento de rubros sino diferencias provenientes de 

arrastre de crédito tributario como lo refiere el Tribunal juzgador en la decisión cuestionada. 

6.7. Por otro lado, la presunta inobservancia de fallos de la Sala especializada de la Corte Nacional de 

Justicia, tampoco tiene asidero, toda vez que los que refiere en su recurso no constituyen precedente 

obligatorio, al tenor de lo preceptuado en el artículo 185 de la Constitución de la República. 

6.8. Al no configurarse el vicio, el cuestionamiento no procede y se lo rechaza. 

 
7. Decisión 

 
7.1. La Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia, 

Administrando justicia, en nombre del pueblo soberano del Ecuador, y por autoridad de la 

Constitución y las leyes de la República, RESUELVE: 

7.2. No casar la sentencia impugnada. 

 
7.3. Actúe la doctora Ligia Marisol Mediavilla como Secretaria Encargada de la Sala Especializada de 

lo Contencioso Tributario, en virtud de la acción de personal No. Nro. 838-UATH-2022-OQ, de fecha 

28 de julio del 2022. 

7.4. Sin costas. 

 
7.5 Notifíquese, publíquese y devuélvase al Tribunal de origen. 

 
Verificar si el Tribunal incurrió en la indebida aplicación y falta de aplicación de normas de derecho sustantivo 
por concepto de diferencias en la declaración del impuesto al valor agregado del ejercicio fiscal 2013. La Sala no 
encuentra que se configure el vicio alegado y rechaza el recurso. 
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